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3Estado y gobierno

Estado y gobierno
Para protegernos como especie, los humanos nos hemos agru-
pado en familias, tribus, pueblos y en comunidades cada vez más 
grandes y complejas. El Estado es una de las formas como las 
sociedades se han organizado para facilitar la convivencia de sus 
miembros y poder actuar unidos, ordenadamente.

El objetivo del Estado es el bien común. Es una forma de orga-
nización social que cuenta con instituciones y normas para regular 
la vida de una comunidad –la nación– dentro de un territorio defi-
nido –el país– y para relacionarla con otras naciones. 

El Estado está constituido por tres elementos básicos: la gente, 
el territorio y el poder.

El poder del Estado no está en cabeza de una persona en par-
ticular, sino en el Estado mismo, o sea, en el pueblo, que es quien 
conforma el Estado. El pueblo es soberano, lo que significa que en 
él está depositada la máxima autoridad y que por encima de él no 
existe otro poder o autoridad.

En un Estado, el pueblo ejerce la soberanía, o sea la autoridad 
máxima, y la ejerce directamente o la delega en las autoridades 
que él elige. Estas autoridades son las responsables de proteger 
la vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades de 
todos los miembros del Estado, sin excepción, y además, de hacer 
que el Estado y los particulares cumplan con los deberes y obliga-
ciones que tienen con la sociedad. 

Estos derechos, libertades, deberes y obligaciones, el pueblo 
los recoge en la Constitución y en las leyes, bien sea directamente, 
a través de un referendo o de un plebiscito, o indirectamente, a 
través de representantes que elige con ese fin. 
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En un Estado democrático el poder no se ejerce por la fuerza, 
sino por medio de esas normas. Que sean elaboradas directamen-
te por el pueblo o por sus elegidos es lo que le da legitimidad al 
poder del Estado delante de toda la sociedad. 

Cuando hay legitimidad, los ciudadanos respetan y obedecen al 
poder del Estado, pues lo consideran legal, justo y necesario. En cam-
bio, si no hay orden y autoridad, si el poder político no tiene legitimi-
dad, se pierde la posibilidad de convivir en una sociedad estructurada 
y el Estado se vuelve un ‘Estado fallido’, ineficaz, que ha fallado.

El poder estatal –que también se conoce como poder público o 
poder político– es la facultad que tiene el Estado de mandar y ser 
obedecido. 

Pero también por poder público se entiende el conjunto de 
órganos e instituciones en los que se distribuye este poder que el 
pueblo ha delegado, para evitar que se concentre en unos pocos.

A través de estas instituciones, el Estado ejerce las funciones 
de control y administración y además mantiene las relaciones con 
la comunidad internacional.

Hay un término que se confunde mucho con Estado: es el tér-
mino ‘gobierno’. Mientras que el Estado es la organización política 
de una sociedad y un concepto amplio que incluye todas las ra-
mas del poder público, por gobierno se entiende a las personas 
e instituciones encargadas de cumplir con los fines del Estado, al 
organismo encargado de administrar y ejecutar las decisiones del 
poder estatal.

Cuando se habla de gobierno constitucional, se trata de un 
régimen político que está basado en la soberanía nacional y se sus-
tenta en una Constitución, que es la que define y le da forma a los 
poderes del Estado.

Comúnmente, cuando se habla de gobierno, se habla a una de 
las ramas del poder público, de la rama ejecutiva, que está en ca-
beza de la Presidencia a nivel nacional y de las gobernaciones y al-
caldías a nivel regional y local. Las otras dos ramas, o poderes, son 
la legislativa y la judicial, representada la primera por el Congreso 
y la segunda por las cortes, tribunales y juzgados.

Según la Constitución, el Presidente es el jefe del Estado y el 
jefe del gobierno. Y el gobierno nacional lo forman el Presidente, 
los ministros del despacho y los directores de los departamentos 
administrativos.
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Gobernabilidad 
y gobernanza
Los conceptos de gobernabilidad y gobernanza nos confunden y 
se confunden con mucha frecuencia, tanto en la literatura como 
en la práctica de la política pública.

La gobernabilidad es la capacidad que tiene el gobierno de 
poner en práctica sus decisiones, de imponerlas a la sociedad. Es 
la capacidad de gobernar.

La gobernanza es la forma como gobernantes y gobernados 
se relacionan y participan en la toma de las decisiones, en el acto 
de gobernar.

Sobre la gobernanza puede decirse entonces que es la apertu-
ra de los gobiernos a apoyarse en la opinión y en la participación 
de la gente para resolver los problemas públicos más urgentes y 
para construir las instituciones y normas necesarias para lograrlo.

Para participar, los ciudadanos necesitan que haya libertad de ex-
presión y asociación, respeto y fortalecimiento de los derechos huma-
nos e información sobre lo que los gobernantes deciden y hacen.

Una diferencia importante entre los dos enfoques, el de gober-
nabilidad y el de gobernanza, es que mientras en la gobernabilidad 
la coordinación y el control se hacen con personas que forman par-
te del gobierno y están dentro de una estructura jerárquica defini-
da, en el segundo enfoque, en el de la gobernanza, la coordinación 
y cooperación se hacen con personas particulares que están por 
fuera del control jerárquico del gobierno.
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Democracia y ciudadanía
Los ciudadanos somos todos los miembros de un Estado. Cuando nos 
asumimos como ciudadanos y nos sentimos miembros de una sociedad 
en la que participamos, aceptamos obligaciones y responsabilidades.

Es en la participación en donde se forma el ciudadano.
Se puede decir entonces que el ciudadano es el habitante de un 

Estado que goza de determinados derechos políticos que le permiten 
participar, directa o indirectamente, en el gobierno y en la toma de 
decisiones, por lo general por medio de la elección de las autoridades; 
y que además tiene la posibilidad de ejercer funciones públicas. 

Son ciudadanos los colombianos que hayan cumplido dieciocho 
años de edad y que no estén condenados a penas con pérdida de la li-
bertad. La condición de colombiano se refiere a la nacionalidad, que 
es el vínculo legal que une a la persona con el Estado al que pertenece.

La ciudadanía es un estatus que se otorga a los que son miem-
bros de una comunidad con plenos derechos. Todos los que po-
seen ciudadanía en un país son iguales en lo que se refiere a los 
derechos y los deberes que el Estado les reconoce.

Es posible tener más de una ciudadanía, dependiendo de los 
tratados existentes entre los distintos países.

La ciudadanía plena de todos los habitantes de una nación –
sin exclusiones por sexo, etnia, credo– es imprescindible para que 
funcione bien una democracia. Asegura que todos los ciudadanos 
sean tratados como miembros de una sociedad de iguales.

El término democracia proviene de las palabras del griego antiguo 
demos (pueblo) y kratos (gobierno, poder, autoridad) y significa ‘gobier-
no del pueblo’. Hoy entendemos la democracia como un régimen polí-
tico en el que la titularidad del poder la tiene el pueblo y la ejerce a través 
de mecanismos institucionales, como las elecciones o los plebiscitos.

La democracia supone la participación de los miembros de 
la comunidad en la toma de decisiones públicas, bien sea direc-
tamente, a través de referendos o mecanismos similares, o indi-
rectamente, a través de la elección de representantes. Mientras 
mayor sea la participación, mayor legitimidad tendrá el sistema 
político, lo que significa que los ciudadanos confiarán más en sus 
instituciones y en los dirigentes estatales.

Democracia no es sólo una forma de gobierno, sino también 
un sinónimo de libertad, de igualdad, de gobierno de mayorías, de 
fraternidad, de participación, de respeto a las minorías. 
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Entre los valores democráticos esenciales está el de reco-
nocer la dignidad de la persona, que significa que se nos debe 
valorar por el simple hecho de ser personas, no importa la orien-
tación sexual, la condición económica que tengamos, ni si somos 
discapacitados, jóvenes o viejos, de una etnia o de una cierta reli-
gión. Todos tenemos una misma dignidad, que nos da la igualdad 
como personas humanas que somos.

La libertad con que todos nacemos es otro valor democrático, 
que nos permite tomar decisiones, correctas o equivocadas, y de-
finir el rumbo de nuestra vida individual y social.

El respeto, la promoción y la garantía de los derechos huma-
nos son obligación de todo Estado democrático. Obligación de 
promoverlos y garantizarlos a través de normas jurídicas, de po-
líticas públicas y de mecanismos eficaces ante un poder judicial 
independiente. Del otro lado, los ciudadanos tenemos la respon-
sabilidad de valorar, respetar y promover los derechos de nuestros 
semejantes, cualquiera que sea el medio social en que vivan.

La autodeterminación del pueblo, o soberanía popular, es 
otro valor democrático esencial. Es reconocer que el pueblo, o sea, 
que todos los ciudadanos-electores tenemos, a través del sufragio 
universal, de nuestro voto, la capacidad y el poder de elegir el tipo 
de gobierno que creamos conveniente, con independencia y liber-
tad, con respeto a los derechos fundamentales. Ninguna persona 
o grupo tiene el derecho de imponer, sin el consentimiento demo-
crático, una forma determinada de organización política.

Además, un régimen democrático se caracteriza en especial 
por: un poder político dividido en varias ramas u órganos; eleccio-
nes libres, periódicas y limpias; libertad de pensamiento y opinio-
nes sobre temas políticos importantes, sin miedo a ningún castigo; 
medios de información independientes del control del gobierno o 
de algún grupo, a los que puedan tener acceso todos los ciudada-
nos; libertad de asociación en organizaciones y partidos políticos.

Una buena democracia debe garantizar a todos los ciudadanos 
ejercer estos derechos, permitiéndoles votar, organizarse, realizar 
asambleas y reuniones, protestas y otras formas de influir y parti-
cipar en la toma de decisiones. 

Las autoridades, las organizaciones políticas y la ciudadanía 
respetarán las opciones ideológicas y opiniones políticas divergen-
tes, en desacuerdo que surjan del debate democrático. 
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Cultura e identidad 
Colombia es un país diverso, pluriétnico y multicultural. Es lo que 
expresa la Constitución de 1991 en sus principios fundamentales, 
cuando deja claro que el Estado reconoce y protege la diversidad 
étnica y cultural de la nación colombiana. 

La plurietnicidad y la multiculturalidad se refieren ambas 
a la presencia en un mismo territorio de etnias y culturas diferen-
tes. Pero también, a la política estatal que, además de reconocer la 
existencia de grupos originarios o minoritarios dentro del territorio 
nacional, les garantiza sus derechos específicos.

Hay que entender el significado de cultura, para entender lo 
que representa esa diversidad cultural en la vida social del país. 

Cultura, en uno de sus distintos significados, es un conjunto de 
elementos simbólicos, económicos, materiales, que marcan nues-
tras actuaciones sociales y familiares. Es aquello que junta las dife-
rentes esferas de nuestra vida: la económica, la social, la religiosa 
y nos da una identidad social, englobándonos dentro de un grupo 
concreto. La cultura caribeña es muy diferente de la boyacense o 
de la cultura de los indígenas amazónicos, cada una con sus tradi-
ciones y costumbres.

diversidad y discriminación
El pluralismo cultural, la interrelación de varias culturas en un mis-
mo territorio, nos plantea el reto de construir una ciudadanía de-
mocrática, que no sólo reconozca y respete esa diversidad cultural, 
sino que, al aceptar la igualdad de todas esas culturas, construya 
para todos una mejor convivencia. 

La interculturalidad, o sea la relación entre esas culturas, es 
un proyecto social que desmonta las injusticias y las desigualda-
des que vienen de atrás. Construye un diálogo que ayuda a enten-
der que la diversidad es fuente de riqueza social y cultural y que 
al compartir conocimientos y aprendizajes entre unos y otros, nos 
aceptamos como diferentes. 

Construir esta interculturalidad es la posibilidad de avanzar 
como sociedad y acabar con la discriminación. Acabar con esa 
odiosa práctica cotidiana de excluir o darle un trato desfavorable 
o de desprecio inmerecido a determinada persona o grupo. Ya sea 
por su origen étnico o nacionalidad, sexo, edad, condición social o 
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económica, color de piel, apariencia física, discapacidad, preferen-
cia sexual, lengua, religión, antecedentes penales, filiación política 
o por cualquier otro motivo que ponga a la persona en una situa-
ción que favorezca los actos de discriminación hacia ella. 

La discriminación obstaculiza, limita, impide o anula el recono-
cimiento, disfrute o ejercicio de los derechos humanos y libertades 
constitucionales. Son conductas discriminatorias, por ejemplo, im-
pedirle la participación política o limitarle el derecho político a una 
persona. U obstaculizarle el uso del espacio público o el ingreso a 
un establecimiento de comercio o diversión. Todo esto representa 
un trato desigual frente a sus derechos y libertades.

La exclusión va más allá de la discriminación: es un tipo de re-
lación social que le dificulta al individuo o al grupo su integración 
a la sociedad. La persona o el grupo quedan por fuera de los be-
neficios que ofrece la sociedad a sus miembros, sean beneficios 
culturales, laborales, económicos, sanitarios, educativos, de segu-
ridad o de participación política.

Por el contrario, la inclusión social es la capacidad de una so-
ciedad de garantizar y proveer a toda la población el libre acceso a 
bienes y a procesos públicos, sin ningún tipo de exclusiones. 

Una de las muchas formas de discriminación es el racismo. El 
racismo vuelve doctrina la superioridad de la propia ‘raza’ frente 
a las otras, sólo por características biológicas de apariencia: color 
de piel, contextura física, rasgos físicos. En últimas, el objetivo del 
racismo es negarle los derechos a quienes se discrimina; humillar, 
menospreciar o maltratar a las personas en razón de sus caracte-
rísticas biológicas, con el argumento de que son inferiores. 

En Colombia los indígenas son excluidos por su apariencia físi-
ca y sus manifestaciones culturales, sus costumbres. La gente ne-
gra, los afrodescendientes son discriminados por el color de su piel 
y sus tradiciones. Costumbres y tradiciones de unos u otros que –
además de desconocerse– se consideran exóticas, raras o salvajes 
por la mayoría de la sociedad blanca y mestiza. Una sociedad que 
además de discriminarlos, los excluye y les niega derechos que te-
nemos todos por igual: a la dignidad, a la diferencia, a la igualdad. 

La intolerancia hacia la diversidad sexual es otro tipo frecuen-
te de discriminación en nuestro país. A los individuos no hetero-
sexuales no sólo se les vulneran sus derechos a la dignidad, a la 
diferencia, a la igualdad, sino también el derecho al libre desarrollo 
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de la personalidad que tenemos todos. Estas actitudes intoleran-
tes se traducen en acoso escolar, burlas, despidos injustificados, 
negación de servicios de salud, del uso de los espacios públicos, 
entre muchas más actitudes excluyentes, que muchas veces son 
reproducidas por los medios de comunicación, las redes sociales y 
las autoridades. 

A partir de la Constitución de 1991, una parte de la comuni-
dad LGTBI (lésbica, gay, transgénero, bisexual e intersexual) tra-
baja permanentemente por el respeto a sus derechos y a la no 
discriminación, tanto por parte del Estado como por parte de la 
sociedad heterosexual. Dentro de estos grupos hay algunos do-
blemente discriminados, no sólo por su preferencia sexual sino 
también por su apariencia física y vestuario, como es el caso de 
las personas transgénero, sometidas con frecuencia a la violen-
cia de los intolerantes. 

perspectiva de género
La perspectiva o el enfoque de género es una herramienta para 
analizar las relaciones entre hombres y mujeres en la sociedad, 
con el fin de transformar las desigualdades e inequidades históri-
cas que hay en ellas. 

Para hacer este análisis, se parte de la base de que los compor-
tamientos que repiten hombres y mujeres y los roles o papeles que 
culturalmente se les han asignado a cada uno, los limitan a ambos 
en el desarrollo de sus potencialidades como personas. 
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Al estudiar una sociedad desde la perspectiva de género se 
hace visible la distancia que hay entre hombres y mujeres en 
cuanto a derechos y oportunidades y a la distribución entre ellos 
de los recursos materiales, del prestigio y del poder. También se 
hacen visibles los efectos diferentes que tienen las leyes, las po-
líticas públicas y cualquier otra decisión del Estado en la vida de 
hombres y mujeres. 

La perspectiva de género hace distinción entre la diferencia de 
sexo y los roles sociales que se construyen a partir de esta diferen-
cia. Esto es, que distingue entre sexo y género, dos conceptos muy 
distintos

Mientras que el término ‘sexo’ se refiere simplemente a las ca-
racterísticas biológicas que hacen diferentes a los hombres de las 
mujeres, el ‘género’ se entiende como las características sociales, 
culturales que se le han asignado a las personas según su sexo, o sea, 
las características que se consideran ‘propias’ bien sea del hombre o 
de la mujer, lo que se cree como ‘masculino’ o ‘femenino’. 

El género es lo que se espera, se permite y se valora en una mu-
jer o en un hombre: ser tierna, maternal, en la mujer; ser fuerte, ser 
‘macho’, en el hombre. Por esta razón, el género les ha asignado a 
las personas responsabilidades y posiciones diferentes, o sea roles, 
papeles distintos dentro de la sociedad, sobre todo en la educa-
ción, en el culto religioso, en la familia, en la actividad laboral.

Estas características de género no son naturales, no nacemos 
con ellas. Son ideas construidas, aprendidas y repetidas diaria-
mente en los espacios sociales, como la familia, el colegio, en los 
medios de comunicación, en las entidades públicas.

Desde la perspectiva de género se busca que todas las perso-
nas y el Estado se comprometan en transformar estas desigual-
dades, en construir la igualdad de género. Que no es lo mismo 
que la igualdad de sexos, sino la igualdad de oportunidades y de 
posibilidades, la igualdad al ser valorados y recompensados como 
personas –sean hombres o mujeres, heterosexuales o miembros 
de la comunidad LGTBI–, considerados como iguales indepen-
dientemente de su género. 

Esta igualdad de géneros requiere hacer cambios instituciona-
les y culturales profundos en la sociedad y en las personas, para 
cambiar las relaciones que mantienen y refuerzan las desigualda-
des e inequidades de género. 
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Estado social de derecho
Estado de derecho es el Estado que está sometido a un ordena-
miento jurídico. Cuando se trata de un Estado constitucional, la 
norma que lo rige es la Constitución. El Estado de derecho busca el 
bien común y el respeto de los derechos de las personas y por eso 
se orienta a garantizar la vida, las libertades públicas y la propie-
dad privada.

El Estado social de derecho –una importante evolución his-
tórica del Estado de derecho– va más allá. En su propósito de for-
talecer la democracia, aunque se desarrolle sobre los mismos prin-
cipios generales del Estado de derecho, lo hace sobre otros que le 
dan una identidad política especial, su carácter de ‘social’. Ambos 
tipos de Estado se parecen en que participan de los principios de 
legalidad, de separación de poderes y de formación democrática 
del poder político, pero se diferencian en el alcance y contenido de 
su misión social y política. 

Para el Estado social de derecho lo principal son las personas, 
entendidas como grupo social, y los derechos humanos son su 
base y su razón de ser. 

Al Estado social de derecho no le basta cumplir con la forma-
lidad de reconocer los derechos humanos, sino que le ordena a 
las instituciones crear las condiciones sociales y materiales que 
hagan realidad el disfrute de esos derechos por parte de todas 
las personas, en igualdad de condiciones. Además, el Estado so-
cial de derecho tiene como una de sus finalidades eliminar cual-
quier obstáculo que impida el pleno ejercicio de los derechos hu-
manos y de todos los demás derechos, principios y deberes que 
la Constitución establece.

En las relaciones sociales que tejemos a diario personas de dis-
tintos géneros, edades, orígenes, niveles económicos, religiones, 
formas de pensar y de vivir, construimos una sociedad democrá-
tica, que sería imposible si en ella no se defendieran los derechos 
básicos de todos, sin diferencias ni exclusiones. 
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Derechos humanos y 
derechos fundamentales
Luego de la aprobación en 1948 de la Declaración Universal de De-
rechos Humanos por 48 de los Estados reunidos en la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, empezó en el mundo a dársele 
la importancia que merecía al tema de los derechos humanos. Su 
divulgación fue prioritaria para los países comprometidos. El mun-
do era consciente de que nunca más deberían repetirse los actos 
de barbarie que se vivieron en la primera mitad del siglo XX, una 
vergüenza ética de la humanidad.

Los derechos humanos son todas las libertades, prerrogativas 
o valores básicos con que contamos todas las personas en razón a 
nuestra condición humana, con el fin de que se nos garantice una 
vida digna.

Los Estados tienen la responsabilidad y la obligación de pro-
teger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales. Para lograr que todas las perso-
nas, individual o colectivamente, podamos disfrutar de todos esos 
derechos y libertades, el Estado debe tomar las medidas necesa-
rias para crear las condiciones sociales, económicas, políticas, así 
como las garantías jurídicas que los hagan realidad y dejen de ser 
sólo buenas intenciones en un papel.

Mecanismos de protección de los derechos humanos  
y fundamentales 

acción de tutela
Esta acción busca proteger y garantizar los derechos fundamen-
tales individuales establecidos en la Constitución y la ley que estén 
en peligro de ser vulnerados o amenazados y no hay otro mecanis-
mo de defensa judicial posible. En ningún caso puede usarse como 
una alternativa a un proceso judicial. Toda persona puede ejercer 
la acción de tutela, en cualquier momento y lugar, por sí misma o 
por quien actúe a su nombre, sin necesidad de abogado, ante un 
juez de manera escrita o verbal, dando una descripción completa 
de los hechos. No deben transcurrir más de 10 días hábiles entre la 
solicitud de tutela y su resolución.
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Todos tenemos los mismos derechos humanos sin ninguna di-
ferencia. Estos derechos se relacionan entre sí, dependen unos de 
otros y y no se pueden dividir, son iguales en valor, ninguno es más 
importante que otro, y no discriminan a nadie.

Los derechos humanos se caracterizan por ser: Universales. In-
alienables. Irrenunciables. Intransferibles. Imprescriptibles. Indivi-
sibles. Necesarios. Inviolables. Inembargables. Inherentes.
•	 Son inherentes o innatos al ser humano: todos los hombres y 

mujeres los poseemos, pues nacen de nuestra misma naturale-
za humana y de nuestra dignidad.

•	 Son universales: se extienden a todo el género humano, cual-
quiera que sea la condición histórica, geográfica, física, de et-
nia, sexo, edad, género, creencia religiosa, política, situación 
social o circunstancias de nacimiento.

•	 Son inalienables: no nos pueden despojar de ellos y no los po-
demos enajenar, ceder, pues son parte inseparable de nuestra 
propia naturaleza. 

•	 Son inviolables: no se pueden o no se deben transgredir o vio-
lar y, si esto pasa, la víctima puede ir a la justicia a exigir la repa-
ración o compensación por el daño causado.

•	 Son imprescriptibles: no caducan ni se pierden con el paso del 
tiempo.

clasificación de los derechos humanos
Actualmente se habla de los derechos humanos (DDHH) de prime-
ra, segunda, tercera e incluso cuarta generación. Esta clasificación 

 acción popular
A través de una acción popular se acude ante un juez para solicitar 
la defensa de un derecho colectivo. Se hace con el fin de evitar un 
daño, frenar un riesgo y restituir las cosas a su estado anterior por 
causa de acciones u omisiones de autoridades públicas o de parti-
culares, que vulneran un derecho de la comunidad. La acción po-
pular la presenta cualquier persona natural o jurídica, la Defensoría 
del Pueblo, las personerías municipales y demás autoridades con 
funciones de protección y defensa de los derechos.

Este mecanismo protege derechos colectivos, como el dere-
cho a un ambiente sano, a la paz, al espacio público, a la seguridad 
y a la salubridad pública.
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se basa en su historia, de acuerdo al momento en que aparecieron 
o fueron reconocidos por el derecho internacional.

Los DDHH de primera generación, también conocidos como 
derechos civiles y políticos, fueron propuestos por primera vez 
en el siglo XVIII en Francia por la Declaración de los derechos del 
hombre y del ciudadano. A nivel mundial fueron consagrados por 
primera vez por la Declaración universal de los derechos humanos 
de 1948. Tratan esencialmente de la libertad y la participación en 
la vida política. Sirven para proteger al individuo de los excesos del 
Estado. Incluyen derechos como la libertad de expresión, el sufra-
gio, el derecho a un juicio justo.

Los DDHH de segunda generación, los derechos económicos, 
sociales y culturales, están relacionados con la equidad –igualdad 
de condiciones y de trato para todos–. Los gobiernos comenzaron a 
reconocerlos después de la Primera guerra mundial y entraron tam-
bién a ser parte de la Declaración universal de los derechos humanos 
en 1948. Buscan el desarrollo de los seres humanos y los pueblos a 
través del bienestar económico, el acceso al trabajo, a la educación, 
a la salud, a la cultura. Entre estos derechos figuran el derecho a la 
huelga, a la propiedad privada, a la libertad de asociación.

Los DDHH de tercera generación, llamados derechos de 
solidaridad o de los pueblos, contemplan cuestiones que van 
más allá de las fronteras de un país, como el derecho a la paz o 
a un medio ambiente sano. Tienen en común que son derechos 
que afectan la vida de todos los seres humanos a nivel mundial. 

acción de grupo
Es una acción que se presenta ante un juez para reclamar la repa-
ración del daño causado por la violación de un derecho colectivo 
o un derecho individual de todos los miembros de un grupo social. 
El daño debe haber afectado a todos los miembros del grupo o 
deberse a una misma causa. Esta acción, al igual que la acción po-
pular, protege los derechos colectivos.
Este mecanismo lo tiene que ejercer un mínimo de 20 personas –
naturales o jurídicas–, que hayan sufrido un perjuicio individual por 
una misma causa y que implique una responsabilidad. Se ejerce 
por medio de abogado, pero también el Defensor del Pueblo y los 
personeros pueden instaurarla en nombre de cualquier persona 
que lo solicite o esté desamparada o indefensa.
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Por eso para garantizarlos se requiere el esfuerzo y la cooperación 
del planeta entero. Normalmente se incluyen en esta clasificación 
derechos tan diferentes como el derecho a la paz, a la autodeter-
minación de los pueblos, a la justicia internacional, a la defensa del 
patrimonio común de la humanidad, del medio ambiente o de las 
garantías frente a la manipulación genética. 

Ya se ha empezado a hablar de nuevas generaciones de DDHH: 
los DDHH de cuarta y hasta de quinta generación, pero aún no es 
claro su significado. Para unos, mientras que las tres primeras gene-
raciones de derechos se refieren al ser humano como miembro de 
la sociedad, los de cuarta generación tendrían que ver con el ser hu-
mano como especie, lo que incluiría temas como el medio ambiente 
o la bioética. Para otros, estos DDHH tendrían relación con las nue-
vas tecnologías o podrían ser los nuevos derechos digitales, como el 
derecho a existir digitalmente o a tener una reputación digital.

derechos humanos y derechos fundamentales
Los conceptos de derechos humanos y derechos fundamentales con 
frecuencia se intercambian o se usan indistintamente. Sin embargo, 
para algunos sí hay diferencia entre ellos: los derechos humanos son 
los que reconocen los tratados internacionales, mientras que en el 
derecho nacional se habla de derechos fundamentales. 

Según esta concepción, los derechos humanos resumen las 
aspiraciones ideales de la totalidad del género humano, mientras 
que los derechos fundamentales representan las posibilidades 

Esta acción se puede adelantar hasta dos años después de pre-
sentarse el hecho que causó el daño o de que cese la conducta 
perjudicial.

derecho de petición
Es el derecho que tiene toda persona de hacer peticiones ante las 
autoridades y ciertos particulares. Por escrito o verbalmente se 
le puede solicitar a un servidor público o a una entidad pública o 
privada: el reconocimiento de un derecho, la intervención de la 
entidad o el funcionario, la resolución de una situación jurídica, la 
prestación de un servicio. También se puede pedir información, re-
visar documentos y solicitar copias, interponer quejas, denuncias 
y reclamos y hacer consultas. Toda petición debe ser resuelta de 
forma rápida, completa y de fondo, dentro de los 15 días siguientes 
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a su recepción. En algunos casos puede llegar a 30 días, cuando se 
trate dar respuesta a una consulta.

acción de cumplimiento
Ante el incumplimiento de una ley o acto administrativo y cuando 
no exista otro medio de defensa judicial, a través de esta acción se 
puede reclamar a la autoridad encargada de darle cumplimiento. 
Si ésta se mantiene en su incumplimiento o no contesta dentro de 
los 10 días siguientes, el afectado puede interponer la acción por 
escrito o verbalmente –en caso de que no sepa leer ni escribir, sea 
menor de edad o se encuentre en situación de extrema urgencia– 
ante el tribunal contencioso administrativo de su domicilio, para 
que haga efectivo el cumplimiento de la norma. El tribunal tiene 
20 días para decidir, después de la admisión de la solicitud, dando 
prelación a su trámite.

más concretas que tiene una sociedad, un Estado en particular de 
darles ciertas garantías a sus miembros.

Podría decirse también que los derechos fundamentales son 
los derechos constitucionales, porque se consideran esenciales en 
el sistema político y los reconoce la Constitución. Por eso, estos de-
rechos tienen un estatus especial dentro del ordenamiento jurídico 
y pueden ser tutelados.

derechos y deberes constitucionales
En la Constitución Política de 1991 se nos reconoció a todos los co-
lombianos una serie de derechos, que están más de acuerdo con 
nuestras necesidades y tradiciones culturales, con nuestra realidad.
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En la Constitución colombiana los derechos forman tres gru-
pos: los derechos fundamentales, los derechos sociales, económi-
cos y culturales y los derechos colectivos y del ambiente.

Los derechos fundamentales, establecidos por primera vez en 
la Declaración universal de los derechos humanos, son los derechos 
propios de la persona humana y que protege la acción de tutela. El 
derecho a la vida, a la dignidad humana, al libre desarrollo de la per-
sonalidad, son ejemplos de estos derechos fundamentales.

Los derechos sociales, económicos y culturales se refieren 
a las condiciones sociales y económicas básicas, que todo indivi-
duo necesita para tener una vida digna y ejercer su libertad. Estos 
derechos tienen que ver con cuestiones básicas, como el trabajo, 
la seguridad social, la salud, la educación, la alimentación, el agua, 
la vivienda, el medio ambiente y la cultura.

Los derechos colectivos y del ambiente representan los de-
rechos de la comunidad. Su campo de acción va más allá de lo in-
dividual. El ambiente sano es uno de estos derechos, reconocido 
constitucionalmente en Colombia, que busca proteger el medio 
que rodea la vida. Es un derecho colectivo porque nos interesa y 
afecta a todas las personas humanas, presentes y futuras, no im-
porta si vivimos en una ciudad o en medio de la selva. Otro ejemplo 
de derecho colectivo es el derecho al espacio público.

Además de estos derechos, la Constitución acepta la suprema-
cía de los tratados y convenios internacionales ratificados por el 

alerta temprana
Es un un instrumento legal de la Defensoría del Pueblo al que re-
curren una o más personas u organizaciones para poner en cono-
cimiento de las autoridades competentes la presencia o el riesgo 
inminente de situaciones violatorias a los derechos humanos y/o 
al derecho internacional humanitario, buscando que se adelanten 
acciones inmediatas para superarlas.

habeas corpus 
Es el derecho de todo individuo a mantenerse libre y, por lo tanto, 
a solicitar su libertad inmediata, cuando haya sido detenido arbi-
trariamente por cualquier autoridad, sin que la ley o la Constitu-
ción lo autorice, o cuando de manera ilegal se alargue su encierro. 
La solicitud la presenta por escrito el detenido, su abogado u otra 
persona ante un juez penal, quien deberá resolverla en un máximo 
de 36 horas.
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Congreso que reconocen los derechos humanos. La Constitución 
precisa además que los derechos y deberes que ella consagra de-
ben interpretarse a la luz de estos tratados internacionales firma-
dos por Colombia.

Pero la persona humana no sólo tiene derechos fundamenta-
les, sino también deberes y obligaciones, que son indispensables 
para la vida social. Estos son los deberes constitucionales, que 
incluyen conductas o comportamientos públicos que se les exige 
a los individuos, limitándoles en cierta forma su libertad personal. 

Entre estos deberes fundamentales de la persona y del ciuda-
dano, a la cabeza de la lista aparece el de respetar los derechos 
ajenos y no abusar de los propios. Y figuran otros más, como el de 
defender y difundir los derechos humanos, base de la convivencia 
pacífica, o el de proteger los recursos culturales y naturales, velan-
do por conservar un ambiente sano para todos.

garantías para el ejercicio  
de los derechos constitucionales

El respeto a los derechos no se logra únicamente expidiendo leyes, 
sino creando un cambio de mentalidad social a base de educación 
y de superación de las desigualdades.
El Estado no es el único encargado de vigilar el cumplimiento de 
los derechos constitucionales. Más bien compromete en esta ta-
rea a todos los grupos sociales, religiosos, políticos, culturales, am-
bientales, étnicos y al individuo mismo. Todos los miembros de la 
sociedad tienen la responsabilidad de crear las condiciones para el 
ejercicio de los derechos humanos.

Junto con estos derechos, la Constitución nos convirtió en seres 
participativos, dotándonos con mecanismos eficaces y al alcance 
de todos para defender de manera efectiva nuestros derechos y 
participar en el desarrollo de la comunidad. Entre estos nuevos re-
cursos, la acción de tutela ha tenido un papel decisivo en la protec-
ción efectiva de los derechos humanos en el país. Al lado de la tute-
la, se consagraron las acciones de habeas corpus, de cumplimiento, 
la acción popular y de grupo, todas ellas parte de la jurisdicción 
constitucional. Es por esto que a la resolución que las autoridades 
le den a estas acciones se le hace control de constitucionalidad, es 
decir, se revisa que sí cumplan con lo que dice la Constitución.
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Sistemas de protección 
de los derechos humanos
En el plano internacional también hay mecanismos para recla-
mar por la vulneración de los derechos humanos. Los más im-
portantes tratados internacionales de derechos humanos han 
creado órganos encargados de verificar que los Estados que los 
han ratificado cumplan con las obligaciones con que se han com-
prometido al firmarlos.

Por lo general, los sistemas internacionales exigen para poder 
intervenir que se hayan agotado los recursos internos, es decir, que 
se hayan empleado todos los mecanismos internos que tiene el Es-
tado para reclamar por la afectación de un derecho, o si no que el 
mismo Estado haya impedido el acceso a esos mecanismos. 

Después de la Segunda guerra mundial se produjeron grandes 
cambios en la esfera internacional y en la relación entre los países 
del mundo. Uno de esos cambios ha sido el rápido avance que ha 
tenido el derecho internacional de protección de la persona hu-
mana –o Derecho internacional de los derechos humanos–, que 
recoge los tratados firmados por los Estados bien sea en el marco 
universal de la Organización de las Naciones Unidas (Onu) o bien, 
en el marco regional, que en nuestro caso es el de la Organización 
de Estados Americanos (OEA). 

El Derecho internacional de los derechos humanos tiene 
por objeto proteger los derechos humanos a nivel internacional y 
nacional. Es un conjunto de normas internacionales, convenciona-
les –suscritas en convenciones o tratados– y ordinarias que esta-
blecen los límites y obligaciones de los poderes públicos, con el fin 
de asegurarles a las personas bajo su jurisdicción el goce efectivo 
de los derechos fundamentales.

Otra rama del derecho internacional desarrollada a partir del 
siglo XX es el Derecho penal internacional. Este derecho no se 
aplica a los Estados sino a las personas que han cometido los lla-
mados ‘crímenes internacionales’. Los crímenes de guerra, los crí-
menes de lesa humanidad, el genocidio y la agresión son crímenes 
internacionales, que por su gravedad o barbarie deben ser juzga-
das por la Corte Penal Internacional, cuando el Estado que debe 
juzgar a los presuntos criminales no puede o no quiere hacerlo. 
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A diferencia de los crímenes de guerra, que solamente pue-
den cometerse en un conflicto armado, bien sea de carácter inter-
nacional o interno, los crímenes de lesa humanidad pueden come-
terse en tiempo de paz o de guerra.

Para que un delito se considere crimen de lesa humanidad 
debe ser, según el Estatuto de Roma, “parte de un ataque gene-
ralizado […] contra la población civil”, que se cometa de manera 
sistemática. Entre las conductas que constituyen crímenes de lesa 
humanidad están: el asesinato, el exterminio, la esclavitud, el tras-
lado forzoso de población, la tortura, la violación, la esclavitud se-
xual, la prostitución forzada, la esterilización forzada y la desapari-
ción forzada de personas.

Como respuesta necesaria a la devastación en que quedó bue-
na parte del mundo luego de las dos guerras mundiales, se esta-
blecieron normas concretas que, por razones humanitarias, tratan 
de limitar los efectos de los conflictos armados en el mundo. Estas 
normas están reunidas en el Derecho internacional humanita-
rio (DIH). Protege a las personas que no participan en los comba-
tes y limita los medios y métodos de hacer la guerra por parte de 
los Estados o de los ejércitos irregulares, en conflictos internos o 
internacionales.

De esta jurisprudencia, o doctrina, contenida en los tratados 
internacionales surgieron los sistemas universales y regionales de 
protección de los derechos frente a los Estados nacionales. Cada 
tratado indica cuál es el órgano internacional encargado de verifi-
car su cumplimiento.

Sistema universal de protección  
de los derechos humanos

Este Sistema lo conforman todos los comités del Sistema de Na-
ciones Unidas que surgieron de tratados internacionales de dere-
chos humanos, para vigilar su cumplimiento. 

Los Estados firmantes de estos tratados –o sea, los Esta-
dos-parte– deben presentarle periódicamente al comité informes 
de la situación de los derechos involucrados. El comité respectivo, 
luego de analizarlos, realiza un diagnóstico sobre la situación real 
de los derechos en el Estado en cuestión. Recoge los motivos de 
preocupación que encuentra y le hace recomendaciones prácticas 
al Estado para que mejore el cumplimiento de sus obligaciones. 
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Estos comités, salvo excepciones, están capacitados para es-
tudiar quejas individuales que les presenten por violaciones de los 
derechos consagrados en las convenciones que los originan. 

Por ejemplo, el Comité de Derechos Humanos supervisa la apli-
cación que sus Estados-parte hacen del Pacto internacional de de-
rechos civiles y políticos (PIDCP), uno de ellos Colombia. También 
tiene competencia para conocer quejas individuales contra un Es-
tado-parte por violación de los derechos reconocidos en este Pacto. 

En total son siete comités. Además del de Derechos Humanos 
están: el Comité contra la tortura, el Comité para la eliminación de 
la discriminación racial, el Comité para la eliminación de la discri-
minación contra la mujer, el Comité para la protección de los de-
rechos de todos los trabajadores migratorios y sus familiares, el 
Comité de derechos económicos, sociales y culturales y el Comité 
de los derechos del niño. 

Hay otro tipo de órganos de Naciones Unidas llamados órga-
nos extra-convencionales, que son todos los que tienen relación 
directa con la protección de los derechos humanos en el Sistema 
universal, pero que no han sido creados a través de tratados o con-
venciones internacionales. De este grupo forman parte el Consejo 
de Derechos Humanos, la Oficina del alto comisionado de las Na-
ciones Unidas para los derechos humanos, los Relatores y Grupos 
de trabajo.
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El Consejo de Derechos Humanos es un órgano anexo de la 
Asamblea general de las Naciones Unidas. Tiene como funciones 
promover el respeto de los derechos humanos, incluidos los civiles, 
políticos, económicos, sociales, culturales y el derecho al desarro-
llo; estudiar violaciones graves y sistemáticas a los derechos hu-
manos y hacer recomendaciones al respecto.

La Oficina del Alto comisionado de las Naciones Unidas 
para los derechos humanos se organiza en torno al funcio-
nario principal de la ONU en materia de derechos humanos –el 
Alto comisionado para los derechos humanos–, subalterno di-
recto del Secretario General. Para cumplir sus funciones cuenta 
con oficinas en distintos países, previo acuerdo con los gobier-
nos. La actual Oficina en Colombia ha operado sin interrupción 
desde 1997. 

Su mandato incluye: observar la situación de derechos hu-
manos en el país, velar para que las recomendaciones y decisio-
nes de los órganos internacionales de derechos humanos sean 
tenidas en cuenta por el Estado, además de asesorar al Estado 
y a la sociedad civil en el tema. La Oficina del alto comisionado 
puede recibir quejas sobre violación de derechos humanos y del 
derecho humanitario, pero no dispone de procedimientos para 
imponer sanciones. 

Los Relatores especiales y los Grupos de trabajo son órga-
nos de expertos independientes con un mandato específico de las 
Naciones Unidas –en general, a través del Consejo de Derechos 
Humanos–, para avanzar en la protección de los derechos, supe-
rando limitaciones que tengan los órganos convencionales. Hay 
dos tipos de mandato: geográfico y temático. El mandato puede 
ser entregado a una persona, que se denomina Relator especial, 
o a varios expertos, conformándose el llamado Grupo de trabajo. 
Este mecanismo fue establecido por primera vez en 1975, año en 
que creó un grupo de trabajo ad hoc para investigar la situación de 
derechos humanos en Chile, durante la dictadura militar de Augus-
to Pinochet.

La Corte Penal Internacional (CPI) forma parte del Sistema 
de las Naciones Unidas. Es la encargada de garantizar que la jus-
ticia internacional sea respetada y se ponga en práctica de forma 
duradera en el territorio de cualquier Estado-parte. Con la firma 
del Estatuto de Roma en 1998, se creó la CPI con carácter perma-
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nente e independiente, con competencia sobre personas vincula-
das a graves violaciones de los derechos humanos e infracciones al 
derecho internacional humanitario.

Esta Corte es un gran avance en la lucha contra la impunidad. 
Es complementaria de las jurisdicciones penales nacionales, sólo 
cuando los Estados-parte no quieran o no puedan juzgar a los res-
ponsables de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes 
de guerra o agresión. Con el castigo a las personas responsables 
de estos crímenes se busca poner fin a la impunidad, contribuir a 
la prevención de nuevos crímenes, para así construir la paz y la se-
guridad en el mundo.

Sistema interamericano  
de protección de derechos humanos

El Sistema interamericano tiene su origen la Organización de Esta-
dos Americanos (OEA), luego de que adoptara la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (CADH) y otros tratados regionales 
de derechos humanos. Sus organismos principales para proteger 
los derechos reconocidos en esos tratados son la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH o CorteIDH).

Este Sistema interamericano, al igual que el universal, evalúa 
la responsabilidad de un Estado –no de los individuos– en el in-
cumplimiento de las obligaciones que aceptó al firmar un tratado 
y busca prevenir o reparar los daños causados por la violación de 
los derechos que están consagrados en los tratados regionales 
americanos.

La Comisión interamericana de derechos humanos (CIDH), 
para cumplir con su función principal de promover el respeto y la 
protección de los derechos humanos, puede elaborar informes so-
bre la región y sobre países en particular. Requiere invitación del 
país que está investigando para hacerle visitas en campo, y con 
esta información elabora un informe con recomendaciones espe-
cíficas de la Comisión para mejorar la situación. 

Además, la CIDH tramita casos individuales, a partir de de-
nuncias de una o varias personas que se consideren víctimas 
de una violación a los derechos humanos reconocidos en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás tra-
tados regionales. 
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Si la denuncia se refiere a un peligro inminente para los dere-
chos de una persona o de un grupo de personas, la Comisión pue-
de adoptar medidas cautelares, que son medidas provisionales 
rápidas para enfrentar la situación y evitar daños irreparables.

En Colombia, para dar cumplimiento a las decisiones tanto 
del Comité de Derechos Humanos de la Onu como de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, se 
expidió la Ley 288 de 1996, que define los mecanismos para 
que el Estado indemnice a las víctimas de violaciones a los de-
rechos humanos. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
tiene además una serie de organismos autónomos denominados 
Relatores especiales. Cada uno tiene a su cargo un derecho en 
particular o varios derechos de un grupo poblacional específico 
especialmente vulnerable. Estos relatores realizan visitas, previa 
invitación de los gobiernos, y presentan informes que no son de 
obligatorio cumplimiento. En estos informes, los Relatores espe-
ciales hacen recomendaciones concretas para mejorar la situación 
de los derechos humanos.

Otro organismo regional es la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH o CorteIDH). Es una institución judicial 
autónoma que aplica e interpreta la Convención Americana sobre 
los Derechos Humanos (CADH) y demás tratados regionales. Puede 
también adoptar medidas cautelares.

Para llevar un caso individual ante la Corte Interamericana, se 
tramita a través de la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos. En el proceso, la Comisión, en su papel de representante 
de las víctimas, se enfrenta al Estado demandado. Al final del pro-
ceso, la Corte emite una sentencia en que determina si el Estado 
violó o no algún derecho reconocido en la Convención Americana 
sobre los Derechos Humanos (CADH). Si el Estado es hallado res-
ponsable de alguna violación, se determinan las medidas de repa-
ración para las víctimas. Las sentencias de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos son vinculantes para las partes, es decir, 
que son de obligatorio cumplimiento.

Además, la Corte Interamericana puede conceder a personas y 
grupos de personas medidas provisionales, en casos de urgen-
cia y gravedad. Estas medidas pueden decretarse a pesar de que el 
caso esté todavía en estudio por la Comisión.
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Constitución política y 
ordenamiento jurídico
La Constitución política es la norma, la Ley fundamental del Es-
tado. De ella se derivan las demás normas, de ahí que se le con-
sidere ‘Norma de normas’. La Constitución reconoce derechos e 
impone deberes, tanto al gobierno como al pueblo, tanto a los go-
bernantes como a los gobernados. 

La Constitución organiza el poder y señala los principios que lo 
limitan. En estos principios se expresan las libertades, los derechos 
y las responsabilidades de los gobernados y también las responsa-
bilidades de los gobernantes. Y además pone límites para el ejerci-
cio de los derechos y libertades.

Cada Constitución está orientada de acuerdo a una filosofía 
política, y de acuerdo con ella tanto los gobernantes como los go-
bernados orientan su actividad dentro de la sociedad.

La Constitución es la norma interna más importante de un Es-
tado de derecho. Así, se dice que la Constitución es la norma de 
más alto rango en el ordenamiento jurídico de una sociedad y por 
esto, la Constitución también es llamada Carta magna o Carta fun-
damental. 

Tipos de normas jurídicas
constitución política

Es la ley fundamental del Estado. Establece la forma de gobierno, 
los poderes públicos, sus atribuciones y determina los derechos y 
garantías de las personas.

 tratado internacional
Es un acuerdo escrito que se suscribe entre Estados y se rige por 
las normas del derecho internacional. Un tratado es jurídicamente 
vinculante, o sea que es de obligatorio cumplimiento por los fir-
mantes. Los tratados pueden establecerse entre dos o más Esta-
dos, así como entre uno o varios Estados y una o varias organi-
zaciones internacionales. Los tratados se conocen también como 
pactos, convenciones o convenios. Un protocolo es una clase de 
tratado que desarrolla, complementa o actualiza un pacto o una 
convención anterior. 
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En la Constitución está definida la estructura política del Estado 
y su funcionamiento; los órganos de poder, sus atribuciones y las 
relaciones entre ellos; los derechos y garantías de las personas y 
los llamados cuerpos intermedios –partidos, sindicatos, asociacio-
nes, instituciones religiosas, etc.–; los sistemas para hacer efectiva 
su superioridad jerárquica y el procedimiento que hay que seguir 
para su reforma parcial o total.

Cuando aparece una incompatibilidad o hay un choque entre la 
Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplica lo que disponga la 
Constitución. Es tarea de la Corte Constitucional determinarlo. Siem-
pre la Constitución está por encima de cualquier ley: es la Ley de leyes.

acto administrativo
Es cualquier acto expedido por un funcionario para ejecutar los de-
beres que están a su cargo. Es un acto con consecuencias jurídicas, 
de acuerdo a las normas de derecho administrativo.

ley 
Es la norma expedida por el Congreso de la República, en ejercicio 
de las competencias que le da la Constitución y de acuerdo al pro-
cedimiento que ésta le señala. Tiene por objeto ordenar, prohibir o 
permitir una determinada conducta a los ciudadanos. Es de cum-
plimiento obligatorio y no hacerlo trae una sanción. 

reglamento
Es una norma general, obligatoria, dictada por un órgano distinto 
al Congreso. En general, los reglamentos complementan el orde-
namiento jurídico existente, especificando y detallando las normas 
legales. El Presidente de la República tiene la potestad de dictar 
reglamentos en todas aquellas materias que no son de ley.
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reforma constitucional
El objetivo de una reforma constitucional es revisar la Constitu-
ción y cambiarle o añadirle normas, sin modificar su esencia. Estos 
cambios por lo general se hacen para actualizar normas que no 
son adecuadas para la época actual o que se consideran injustas 
con personas o grupos de personas. Otras veces lo que se busca es 
corregir normas que producen controversia entre la comunidad. 

La Constitución es el soporte del ordenamiento jurídico, polí-
tico y social del Estado, por eso no puede ser reformada por con-
veniencia del gobierno de turno, cambiando cada rato la organi-
zación del poder o vulnerando derechos que ella reconoce. Para 
evitar que esto pase, los mecanismos para una reforma constitu-
cional son especiales y tienen en cuenta distintos enfoques y pun-
tos de vista de la sociedad, de manera que los cambios no se hagan 
por conveniencia de un único sector de la sociedad.

En nuestra anterior Constitución Política, la de 1896, se recono-
cía un solo mecanismo de reforma constitucional: un acto le-
gislativo elaborado y aprobado por el Congreso. En la actual Cons-
titución de 1991 se contempla además la Asamblea Constituyente 
y el referendo constitucional. Así, tenemos ahora tres posibilida-
des para reformar la Constitución: el acto legislativo, el referendo 
y la Asamblea Nacional Constituyente. 

Tipos de leyes y sus quórum
En el Congreso en pleno, en cada una de sus dos cámaras (Senado 
y Cámara de representantes) y en las demás corporaciones públi-
cas de elección popular (asambleas, concejos) sólo se puede to-
mar decisiones cuando hay quórum, o sea cuando se cuenta con 
la asistencia de la mayoría de sus integrantes. Excepto en aquellos 
casos en que la Constitución determina un quórum especial.
Algunas leyes tienen trámites que dependen de la legislatura. Se 
entiende por legislatura al período anual de sesiones ordinarias 
del Congreso, que a su vez se divide en dos períodos: el primer pe-
ríodo de sesiones va del 20 de julio al 14 de diciembre y el segundo, 
del 16 de marzo al 20 de junio del año siguiente. Las directivas de 
cada cámara pueden llamar a sesiones extraordinarias, o adicio-
nales, por fuera de las fechas de las sesiones ordinarias.
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Sin embargo, es un avance muy relativo, pues en los tres casos 
interviene el Congreso. En el acto legislativo, el Congreso es el au-
tor de la reforma y el que lo aprueba o no. En el caso de la Asam-
blea Constituyente y del referendo, el Congreso aprueba y expide 
previamente una ley de convocatoria para ambos mecanismos. De 
modo que una reforma a la Constitución en gran medida sólo es 
posible si el Congreso tiene interés en hacerla.

La primera opción de reforma es a través de un acto legis-
lativo. En este caso, el proyecto de acto lo pueden presentar a 
discusión y aprobación del Congreso al menos 10 de sus miem-
bros o 20% de los diputados o concejales de todo el país o sí no 
5% de los ciudadanos, según el censo electoral –o sea, el total 
de ciudadanos cuyas cédulas están vigentes y están capacitados 
legalmente para votar.

Si se utiliza el segundo mecanismo, el del referendo consti-
tucional, los promotores deben recoger en 6 meses, a través de 
firmas, el apoyo de 5% de los ciudadanos que integran el censo 
electoral. Si lo logran, el Congreso debe aprobar la respectiva ley 
de convocatoria (con el mismo texto de la reforma que se some-
terá a la decisión popular). Se procede entonces a realizar las vo-

ley estatutaria 
Las leyes estatutarias tienen un rango superior a las demás leyes 
y su estudio en el Congreso es prioritario. Esto se debe a que de-
sarrollan aquellos textos de la Constitución que reconocen y ga-
rantizan los derechos fundamentales; además, estas leyes toman 
medidas para garantizar el desarrollo y cumplimiento de estos de-
rechos. Una vez que la ley estatutaria está vigente, pasa a ser parte 
de la Constitución política.
Una ley estatutaria para ser aprobada, modificada o rechazada ne-
cesita la mayoría absoluta de cada una de las cámaras del Congre-
so. Su trámite tiene que cumplirse en una misma legislatura y su 
constitucionalidad –exequibilidad– debe ser revisada por la Corte 
Constitucional antes de ser sancionada por el Presidente. 

ley orgánica
Es una norma encaminada a regular la actividad legislativa del 
Congreso sobre asuntos que establece claramente la Constitución. 
Es un tipo de ley especial y no puede ser derogada o modificada 
por leyes de diferente naturaleza o jerarquía.
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taciones para que el pueblo decida si reforma o no la Constitución. 
Debe votar por lo menos 25% del censo electoral.

El tercer mecanismo es la Asamblea Constituyente. El Con-
greso, mediante una ley, convoca al pueblo a constituir la Asam-
blea, con las competencias, la duración y la composición que la 
misma ley determina. Para aprobar este mecanismo se necesita la 
aceptación por lo menos de la tercera parte del censo electoral. Si 
se aprueba este mecanismo de reforma, los miembros de la Asam-
blea se eligen entonces por voto directo de los ciudadanos.

La Asamblea Constituyente es un mecanismo popular y demo-
crático para debatir y aprobar no reformas sino una nueva Consti-
tución política, o sea un nuevo modelo de legislación constitucional 
y de organización del Estado. Quienes la conforman –los constitu-
yentes– simbolizan el pueblo, que es el poder Constituyente, el 
Constituyente primario, con autoridad soberana para legislar, 
para darle al Estado una nueva Ley fundamental.

Hay algunas excepciones en el trámite de una reforma consti-
tucional. Por ejemplo, el artículo 197 de la Constitución prohíbe la 
reelección del Presidente de la República e indica que esta restric-
ción sólo se puede reformar o suprimir a través de la participación 

Las leyes orgánicas tienen como propósito organizar y definir la 
misión y estructura de las entidades estatales. Estas leyes estable-
cen los reglamentos del Congreso, las normas sobre preparación, 
aprobación y ejecución del presupuesto, la ley de Apropiaciones 
y del Plan nacional de desarrollo. Así mismo, este tipo de leyes le 
asigna las competencias normativas a las entidades territoriales.
Una ley orgánica debe ser aprobada por la mayoría absoluta de los 
miembros de ambas cámaras del Congreso.

ley marco
Como leyes marco se conocen las disposiciones generales, no 
detalladas, que regulan temas económicos definidos por la Cons-
titución: crédito público; comercio exterior y régimen de cambio 
internacional y de aduanas; actividad financiera y de captación de 
recursos del público (ahorradores); régimen salarial y de prestacio-
nes de los servidores públicos.

ley de facultades
Son las leyes que expide el Congreso para darle al Presidente facul-
tades extraordinarias, hasta por 6 meses, para expedir normas con 
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directa del pueblo, en un referendo de iniciativa popular o en una 
Asamblea Constituyente y no a través del Congreso, recurriendo a 
un acto legislativo.

ordenamiento jurídico
Ley es toda regla que se impone. 

Toda la materia y la naturaleza, incluidos en ella tanto los ani-
males como los humanos, están sometidas a leyes naturales. En 
nuestro caso, las leyes son las reglas obligatorias a las que debe-
mos someter nuestra conducta. El conjunto de estas leyes consti-
tuye el Derecho.

El ordenamiento jurídico de nuestro país lo forman, además de la 
Constitución, los tratados internacionales sobre derechos humanos, 
que se han incluido en nuestro sistema legislativo en forma de leyes, y 
todas las disposiciones legales que regulan el ejercicio de la autoridad. 

La ley la establece la autoridad pública, o sea quienes están in-
vestidos por la Constitución para actuar como tal. Es el Congreso 
de la República el que aprueba las leyes propiamente dichas. Y las 
ramas del poder público –incluido el Presidente de la República– y 

fuerza de ley, cuando la necesidad lo exije o la conveniencia públi-
ca lo aconseja. La Constitución establece como condición que las 
facultades sean precisas y las solicite expresamente el gobierno. 
Para su aprobación se requiere la mayoría absoluta de los miem-
bros de una y otra cámara del Congreso.

ley de convocatoria
Mediante esta clase de ley, que debe ser aprobada por la mayoría 
de los miembros de una y otra cámara, el Congreso dispone que el 
pueblo convoque a un referendo o a una Asamblea Nacional Cons-
tituyente. En la ley aprobada se define también la competencia, el 
período y la composición de dicha Asamblea.

ley aprobatoria
A través de este tipo de leyes, el Congreso aprueba diversos actos 
jurídicos, como son los tratados y convenios internacionales que el 
Gobierno celebre con otros Estados o con entidades de derecho 
internacional. 

ley ordinaria
De esta clase son todas las leyes que expide el Congreso en ejerci-
cio de su facultad legislativa básica.
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los órganos autónomos e independientes expiden el resto de las 
normas, que no son leyes sino actos administrativos. 

Para hacer que las leyes se cumplan, se penalizan a través de 
la fuerza pública: cuando se fija una norma, se fija una sanción. La 
sanción puede ser preventiva o represiva y se concreta en multas 
o en penas de prisión.

En general, para poder aplicar una ley se requiere reglamen-
tarla. En Colombia, el Presidente es el encargado de hacerlo, a tra-
vés de decretos reglamentarios, resoluciones y órdenes, que espe-
cifican con detalle el contenido de dicha ley.

proceso de formación de una ley
1. 	 Iniciativa: Los ciudadanos, a través del mecanismo de inicia-

tiva popular, o los órganos que tienen la facultad de presentar 
proyectos de ley –el gobierno a través de los ministros, las Altas 
Cortes (Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Con-
sejo de Estado), el Consejo Nacional Electoral, el Procurador, el 
Defensor del Pueblo, el Contralor y el Fiscal– definen ante todo 
una necesidad social o un problema y sus posibles soluciones. 
Con la ayuda de expertos y la participación ciudadana, a partir 
de esta iniciativa se redacta un proyecto de ley con el propó-
sito de que el Estado le dé solución jurídica al tema escogido.

2. 	 Inicio del trámite del proyecto de ley: se presenta el proyecto 
de ley en la Secretaría de alguna de las dos cámaras del Con-
greso –Senado o Cámara de representantes– o directamente 
en la Plenaria –o sea en una sesión de toda la cámara–. La Se-
cretaría publica entonces el texto del proyecto en la Gaceta del 
Congreso para su divulgación.



33Constitución política y ordenamiento jurídico

3. 	 Primer trámite constitucional: la Secretaría envía el proyecto 
de ley a la Comisión correspondiente en la cámara que lo va 
a estudiar –la cámara de origen–, y su presidente le asigna 
uno o varios ponentes. Luego de estudiarlo, el o los ponentes 
proponen a la Comisión aprobarlo o rechazarlo de acuerdo a 
su conveniencia o hacerle reformas para mejorarlo. Esta po-
nencia se publica en la Gaceta del Congreso. Si se acepta el 
proyecto, se inicia su discusión y los miembros de la Comisión 
pueden proponer modificaciones, adiciones o supresiones al 
proyecto o a ciertos artículos. 
Una vez se aprueba el nuevo texto en este primer debate en la 
Comisión, el presidente de la Comisión asigna el o los ponentes 
para revisarlo y elaborar una nueva ponencia para presentarlo 
a segundo debate en la Plenaria de la cámara de origen. La po-
nencia se publica para que la conozcan los demás miembros de 
la cámara que estudia el proyecto en primera instancia. 
El trámite continúa en la Plenaria de manera similar al de la 
Comisión, con dos debates. Si al proyecto sufre cambios drás-
ticos que lo hacen muy diferente al inicial, la Plenaria lo puede 
devolver a la Comisión para reiniciar el trámite. 

4. 	 Segundo trámite constitucional: luego de aprobado el proyec-
to en la cámara de origen, el proyecto pasa a trámite en la otra 
cámara del Congreso, que en este caso actúa como cámara re-
visora. Allí se repiten las mismas etapas del primer trámite.

Tipos de mayorías legislativas
En el trabajo legislativo del Congreso, una vez se cuente con el 
quórum necesario para que sesione la cámara respectiva –más de 
50% de sus integrantes–, se necesitan distintos tipos de mayorías 
para aprobar las normas legales y constitucionales, dependiendo 
del asunto que se tramite:

mayoría simple
La decisión se toma de acuerdo a la mayoría de votos de los con-
gresistas presentes en la sesión. Se usa en general en todas las de-
cisiones que se someten a votación, excepto en aquéllas en que la 
Constitución exige otro tipo de mayoría.

mayoría absoluta
La decisión es adoptada por un número de votos que sea equiva-
lente a la mayoría de los integrantes del organismo que decide, no 
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5. 	 Sanción presidencial: si el proyecto de ley es aprobado por 
ambas cámaras del Congreso, se envía al Presidente de la Re-
pública para que también lo estudie y lo apruebe, o desaprue-
be. Si no le hace ninguna objeción, en un plazo que varía entre 
6 y 20 días desde que recibió el proyecto según su extensión, 
se entiende que lo aprueba y se procede a su promulgación y 
publicación en el Diario Oficial como nueva ley de la República.
En caso de desaprobarlo, el Presidente lo devuelva al Congreso, a 
la cámara de origen para iniciar de nuevo el trámite. Este trámite 
se conoce como objeción presidencial al proyecto de ley. 

6. 	 Promulgación y publicación: En el ordenamiento jurídico co-
lombiano la promulgación de la ley equivale a su publicación. 
Aunque su publicación en el Diario Oficial no es un requisito 
para que la ley sea válida, sí lo es para que entre en vigencia y 
sea de obligatorio cumplimiento.
El trámite de una ley no tiene un tiempo determinado y su demora 

depende de las dificultades que encuentre en el proceso de formación 
de la ley. Sin embargo, el Presidente de la República puede plantear al 
Congreso la urgencia de darle un curso rápido a un proyecto de ley. Se 
dice entonces que el proyecto tiene ‘mensaje de urgencia’.

La Corte Constitucional tiene entre sus atribuciones la obliga-
ción de controlar, o hacerlo por que se lo solicitan, la constitucio-
nalidad –exequibilidad– de los proyectos de ley antes de que se 
vuelvan leyes de la República. Este control es obligatorio para las 

de los presentes en la sesión. Este tipo de mayoría se requiere para 
aprobar reformas constitucionales, reglamentos del Congreso, 
normas sobre el presupuesto y el Plan de Desarrollo, entre otros.

mayoría calificada o especial
Es un sistema de votación que para aprobar una cierta decisión re-
quiere más votos que los de una mayoría simple. Para aprobar o 
reformar leyes que concedan amnistías o indultos generales por 
delitos políticos, se necesita una mayoría de los dos tercios de los 
votos de la totalidad de los miembros de cada cámara. Para auto-
rizar viajes de parlamentarios al exterior con dineros públicos y en 
cumplimiento de misiones específicas, son necesarios los votos de 
al menos las tres cuartas partes de los miembros de la respectiva 
cámara. La mayoría absoluta puede considerarse también como 
una mayoría calificada o especial. 
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leyes estatutarias, las leyes orgánicas constitucionales y para las 
normas de un tratado que se refieran a temas que son propios de 
las leyes orgánicas constitucionales. 

Todas las normas sobre quórum y mayorías decisorias rigen no 
sólo para el Congreso de la República, sino también para las demás 
corporaciones públicas de elección popular, o sea para las asam-
bleas departamentales y los concejos municipales.

decretos
Por su parte, un decreto es la decisión de una autoridad gubernamen-
tal sobre una materia o tema que es de su competencia. En general es 
un acto administrativo del poder Ejecutivo –del Presidente, los minis-
tros–, con contenido normativo reglamentario y una jerarquía inferior 
a las leyes, o sea que sobre ellos prima lo que dicen las leyes.

Los decretos que expide el gobierno se clasifican en adminis-
trativos, reglamentarios, legislativos y decretos-ley. Estos dos úl-
timos actos tienen la misma jerarquía de una ley expedida por el 
Congreso de la República, pues los dicta el Presidente en los casos 
excepcionales en los que la Constitución le permite ejercer fun-
ciones legislativas, distintas a las ejecutivas que le corresponden. 
Estos actos, como sucede con las leyes, se someten a control de 
constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional.
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Tipos de decreto
decreto administrativo

El Presidente o el gobierno dictan este tipo de decretos normati-
vos en cumplimiento de sus funciones administrativas, con el fin 
de aplicar disposiciones constitucionales, legales o reglamenta-
rias. Una de sus modalidades es el decreto reglamentario.

 decreto reglamentario
Es el tipo de decreto necesario para desarrollar y permitir la ejecu-
ción de las leyes. El Presidente lo expide de acuerdo con la facultad 
reglamentaria permanente que le da la Constitución para que ha-
cer que se ejecuten las leyes cabalmente, con precisión.

decreto con fuerza de ley
Es una clase de decreto presidencial que tiene naturaleza de ley, 
pues se expide en ejercicio de funciones legislativas excepcionales. 
Esta clase de actos tiene la misma jerarquía de una ley expedida 
por el Congreso de la República. De modo que, tanto los decre-
tos legislativos como los decretos-ley, son de este tipo de decretos 
con fuerza de ley, pues en ellos el Presidente también actúa como 
legislador extraordinario. El control judicial de esta clase de actos 
lo tiene que hacer la Corte Constitucional.

decreto legislativo
Con esta clase de decreto, el Presidente de la República declara 
el estado de excepción (antes llamado ‘estado de sitio’) previsto 
en la Constitución, en caso de guerra exterior, estado de conmo-
ción interior o de emergencia económica, social y ecológica. Este 
tipo de decreto se expide en ejercicio de funciones legislativas 
excepcionales. En los dos primeros casos –guerra exterior o con-
moción interior– son decretos transitorios y sólo rigen durante el 
estado de excepción. Todos tienen control automático de cons-
titucionalidad.

decreto-ley
Es el que expide el Presidente autorizado por una ley de facultades 
extraordinarias temporales, por hasta 6 meses, que le ha aprobado 
previamente el Congreso de acuerdo a su solicitud, porque la nece-
sidad lo exige o la conveniencia pública lo aconseja. Un decreto-ley 
tiene la misma jerarquía de una ley ordinaria y sigue vigente des-
pués de que se termine el período de facultades extraordinarias.
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Convivencia y 
acceso a la justicia
La convivencia es la capacidad de vivir juntos, respetándonos, 
bajo unas normas básicas que todos aceptamos. Los humanos no 
sabemos vivir solos, aislados, por eso convivir es ante todo una ne-
cesidad. 

Se logra la convivencia cuando en las relaciones cotidianas en-
tre los miembros de una sociedad hay un acuerdo entre los intere-
ses del individuo y los de la colectividad, de modo que los conflic-
tos puedan desarrollarse de manera constructiva.

Un conflicto es una discrepancia, disputa o pleito entre dos o 
más personas, por tener intereses opuestos, metas y valores que 
chocan. La mayoría de las veces los desacuerdos nacen por el ejer-
cicio del poder o por razones afectivas o económicas. 

Que aparezcan estos pleitos es algo imposible de evitar, son 
parte de la convivencia. Lo que sí podemos hacer es escoger la 
manera de afrontarlos y resolverlos.

En el pasado de nuestra historia como especie, los conflictos 
se resolvían imponiendo su voluntad el rival más recio, usando la 
fuerza, la violencia, el miedo. Pero las sociedades humanas en su 
evolución han buscado métodos más civilizados, como la negocia-
ción, las soluciones concertadas.

Mecanismos alternativos de solución de conflictos
mediación

En este mecanismo –el más sencillo y directo de los instrumentos 
alternativos–, una tercera persona interviene como mediador para 
facilitar un arreglo entre las partes. El mediador no toma decisiones 
sobre la disputa, lo deben hacer únicamente las partes por sí mismas. 
El papel del mediador es ilustrar a las partes en conflicto y ampliar las 
posibilidades de solución con sugerencias, que no son obligatorias. 
El acuerdo al que se llega por este mecanismo no tiene efectos ju-
rídicos por sí mismo. Es una manifestación de voluntad de las par-
tes, que sólo puede tomar la forma de un contrato de transacción 
entre ellas, con efectos limitados. Si las partes quieren darle efecto 
jurídico, deberán formalizar el acuerdo en un documento ante un 
notario o en un centro de conciliación.
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En un Estado social de derecho, como es el colombiano, los 
acuerdos y la solidaridad entre los individuos son las bases para 
garantizar la convivencia pacífica y un orden justo. Y es fundamen-
tal el acceso a la justicia. Es el medio para lograr más equidad, pues 
les permite a los ciudadanos hacer valer sus derechos y resolver 
sus conflictos en condiciones de igualdad.

El acceso a la justicia es un derecho fundamental que debe 
ser garantizado por el Estado, en especial para las personas que 
no están en condiciones de acudir a un juez, por lo general, las de 
escasos recursos.

Con este fin han surgido en distintos municipios del país los 
centros de convivencia ciudadana y las casas de justicia. Con ellos 
el Estado busca garantizar el acceso eficiente y oportuno de los 
ciudadanos a la administración de justicia, sobre todo en lugares 
con altos índices de vulnerabilidad, marginalidad económica y so-
cial, criminalidad y conflictividad comunitaria y además con poca 
o ninguna presencia estatal en materia de justicia. Como actividad 
paralela, se cumplen allí tareas de prevención, relativas a la con-
vivencia ciudadana, al rescate de valores y a la recuperación del 
tejido social. 

Los centros de convivencia ciudadana se han desarrollado 
como espacios para la comunidad, en donde las instituciones loca-
les le ofrecen servicios de acceso a la justicia, de participación ciu-
dadana y comunitaria, de defensa de los derechos humanos y del 

conciliación
La conciliación es uno de los mecanismos de solución de con-
flictos más utilizado. Con él, las personas envueltas en una con-
troversia deciden por sí mismas solucionar el problema, con la 
intervención de un tercero imparcial –el conciliador–. Éste fa-
cilita la comunicación entre las partes y propone fórmulas de 
arreglo que sean convenientes para ambos, sin imponerlas. 
Actúa, porque así lo han decidido las partes interesadas o, en 
ciertos casos, porque la ley lo ordena. Su tarea es conseguir un 
acuerdo entre las partes. 
En una conciliación, las partes pueden actuar solas o asistir acom-
pañadas de un abogado.
El conciliador es un particular al que el Estado le ha dado funciones 
públicas transitorias. Debe cumplir ciertos requisitos legales pre-
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medio ambiente, programas en contra de la violencia intrafamiliar 
y de apoyo al desarrollo local. Todo esto para fomentar una cultura 
de convivencia pacífica que prevenga todo tipo de violencia, dé so-
lución a muchos problemas cotidianos y fortalezca el Estado social 
de derecho y la democracia participativa. 

Las casas de justicia son centros donde están presentes va-
rias instituciones para dar orientación y atención, con el fin de fa-
cilitar el acceso de la población local a servicios de justicia formal y 
no formal y de resolución de conflictos. 

Para acercar la justicia al ciudadano, en la Casa de justicia éste 
recibe orientación sobre sus derechos, se previene el delito, se 
lucha contra la impunidad y se estimula la utilización de mecanis-
mos alternativos de resolución de conflictos. Para hacerlo la Casa 
de justicia reúne en un solo lugar la oferta de acceso a la justicia 
de diferentes entidades del orden nacional, local y de la justicia 
comunitaria. Todos sus servicios son gratuitos y el municipio es el 
ente obligado a garantizar la continuidad de su funcionamiento.

Estos programas –aún escasos en el país– nacidos de la Cons-
titución de 1991, además de tener como objetivo el acceso a la jus-
ticia de toda la comunidad, están orientados a descongestionar el 
sistema judicial. Con este fin, la Constitución le da al Estado –que 
tiene el monopolio de la administración de justicia– la posibilidad 
de compartir esta facultad con personas particulares, bajo circuns-
tancias especiales.

viamente establecidos. Su competencia está prevista en la propia 
Constitución y en las leyes.

arbitramento
A través del arbitraje o arbitramento, las partes involucradas en un 
conflicto que puede ser transado –o sea, que no implica que algu-
na de las partes tenga que renunciar a sus derechos– llevan la dis-
puta a un tribunal de arbitramento para resolverla. Los árbitros son 
particulares elegidos como jueces por las partes o por un tercero. 
Están investidos de manera transitoria de la facultad de adminis-
trar justicia. Su decisión, llamada laudo arbitral, es equivalente a 
una sentencia judicial, obligatoria para las partes.
El arbitraje puede resolver controversias entre particulares o con 
el Estado. La intervención de las partes debe hacerse por medio 
de abogados. 
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justicia comunitaria
La justicia comunitaria es una herramienta que representa cambios 
significativos en la forma de solucionar los conflictos en nuestro 
país. A través de este tipo de justicia no formal, podemos manejar 
nuestros conflictos desde nuestra propia realidad, asumiendo al 
otro no como nuestro enemigo, sino como alguien con quien te-
nemos diferencias que debemos resolver entre ambos.

La justicia comunitaria ayuda a resolver los conflictos oportuna 
y rápidamente y le permite a la comunidad aprender de sus pro-
pios problemas y encontrar por sí misma las soluciones que más le 
convengan a sus intereses. Con este sistema de justicia las comu-
nidades ejercen su independencia y de forma pacífica solucionan 
sus disputas.

Dentro de este concepto de la justicia comunitaria se enmarcan 
los mecanismos alternativos de solución de conflictos, que 
permiten resolver un litigio sin recurrir a la fuerza; sin necesidad de 
acudir a la justicia institucional, tradicional u ordinaria, ayudando 
de paso a descongestionarla. Estos mecanismos acuden más bien 
a la organización social y son una expresión real de ciudadanía.

Con estos mecanismos alternos no se trata de desconocer la 
justicia ordinaria ni tampoco convertirlos en el único medio posi-
ble de resolver los pleitos. Más bien se trata de que los ciudadanos 
tengan varias opciones, para escoger la que más se adapte a su 

amigable composición
Por medio de este mecanismo, las partes en conflicto escogen 
un tercero imparcial –el amigable componedor–, a quien delegan 
para que resuelva el problema, buscando fórmulas pacíficas y ade-
cuadas para ambas. El componedor resuelve conflictos que pue-
den ser transados, negociados. 
La decisión tomada no tiene los efectos de una sentencia, por eso 
puede o no cumplirse. La decisión de los amigables componedo-
res queda plasmada en un contrato de transacción suscrito por las 
partes. Una vez que las obligaciones entre las partes son saldadas, 
o finiquitadas, no pueden aparecer nuevas pretensiones, ‘echarse 
para atrás’. Porque la justicia ordinaria y los mecanismos alternati-
vos están previstos para solucionar pretensiones en un desacuer-
do y no para revisar decisiones, cuando ya no hay diferencias y las 
partes han cumplido los acuerdos.
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problema y para que sean los mismos involucrados los que resuel-
van pacíficamente sus conflictos.

justicias indígena y de paz
Para que la administración de la justicia en el país sea más eficien-
te, eficaz y cercana a las comunidades más necesitadas, la Consti-
tución, además de darles a los particulares la facultad transitoria 
de administrar justicia, prevé las jurisdicciones especiales de las 
autoridades de los territorios indígenas y de los jueces de paz. 

La Constitución autoriza a las autoridades legítimas de los pue-
blos indígenas para que administren justicia dentro de sus terri-
torios –territorios tradicionales, resguardos, reservas indígenas–, 
siguiendo los usos, costumbres, procedimientos y normas origina-
les de cada comunidad indígena, siempre que no sean contrarios 
a la Constitución y a las leyes de la República. De manera que la 
Jurisdicción especial indígena, por ejemplo, no puede imponer 
penas de destierro, prisión perpetua o confiscación de bienes.

La Jurisdicción especial indígena es un reconocimiento a la au-
tonomía que tienen los pueblos indígenas, a su derecho a mante-
ner y fortalecer sus identidades, lenguas y costumbres, al interior 
del Estado en que viven.

En cuanto a la Jurisdicción de paz, fue creada como una vía 
más rápida para solucionar conflictos individuales y comunitarios, 
con el propósito de construir la paz desde el espacio cotidiano y 
lograr entre los individuos una convivencia armoniosa.

Los jueces de paz son independientes y autónomos y ningún 
servidor público puede interferir en sus decisiones, so pena de san-
ción disciplinaria. Estos jueces actúan en conflictos que las perso-
nas o la comunidad ponen voluntariamente en su conocimiento y 
que pueden ser transados, conciliados o desistidos.

Sus decisiones se basan en la equidad, en una justicia que va-
lora al individuo y a la igualdad social, y no en el derecho. De esta 
manera la solución que se da a la disputa está orientada no a la 
sanción, sino más bien a la reconstrucción y a la reconciliación.

Los jueces de paz deben ser líderes comunitarios reconocidos, que 
cuenten con la confianza del grupo social en el que actúan. No necesi-
tan tener una profesión específica, sino conocer los principios y valores 
que unen a su comunidad. Además, los jueces de paz para que tener 
credibilidad deben estar alejados de cualquier proselitismo político.
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Paz, violencia y conflicto
La paz es un derecho y un deber 

de obligatorio cumplimiento. 
Constitución política de Colombia, Artículo 22

La paz es ese estado ideal con el que soñamos los colombianos: 
despertarnos cada día con la certeza de que alrededor no hay ni 
guerras, ni peleas, ni conflictos, ni desplazamientos; la certeza de 
que nuestro día empieza en armonía y tranquilidad con los demás. 

Pero también para nosotros la paz es esa meta inalcanzable 
desde que Colombia nació como república, hace 200 años: la meta 
de construir entre todos un país libre de violencias entre los indi-
viduos y los grupos divergentes, de construir un país en el que las 
disputas entre las personas y los conflictos sociales se puedan re-
solver de forma no violenta. 

Porque paz no significa que no haya conflictos, sino que haya 
una sociedad que promueve el diálogo y la solución no violenta de 
sus conflictos, en un ambiente de entendimiento, de diálogo res-
petuoso entre las partes. 

Transformar la falta de comunicación en un diálogo es trans-
formar una cultura de violencia en una cultura de paz.

La paz es un concepto complejo y muy amplio. La paz no sólo 
depende del individuo sino también de las instituciones y las es-
tructuras sociales. La paz no es posible si no hay justicia social, 
económica y política. La distribución desigual de la riqueza no sólo 
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produce inestabilidad, sino resentimiento social y violencias. De 
manera que la paz depende de la eficacia de la justicia, de la de-
fensa de la dignidad de los grupos vulnerables y de la erradicación 
de toda violencia estructural.

Hay quienes piensan que los conflictos nacen de la ‘naturaleza 
humana’, de los instintos agresivos que llevan a los seres humanos 
a pelear con los miembros de su misma especie. Para otros, nacen 
de las estructuras sociales, que son las que determinan la existen-
cia de las personas y donde se generan los conflictos sociales.

La paz no es un estado o una época de tranquilidad, sino un or-
den social con poca violencia y mucha justicia. El control y la distri-
bución equitativa del poder y los recursos crean un ambiente social 
en el que desaparecen condiciones indeseables, como el hambre, 
la guerra, la discriminación, dando paso a condiciones deseadas de 
trabajo, vivienda, educación, seguridad. 

paz negativa y paz positiva
En la Antigüedad, el concepto de paz no fue uno solo. Para los 
griegos, eirene, la paz, era la consecuencia de la justicia y del buen 
gobierno; era la tranquilidad de un orden basado en la justicia, que 
traía bienestar al pueblo. Mientras que la pax de los romanos con-
sistía en mantener la ley y el orden, en controlar los conflictos y las 
rebeliones con todo el poderío de su aparato militar.

La paz, concebida como la ausencia de guerra, de conflic-
tos, es lo que se llama paz negativa, porque para que exista 
la paz hay que negar la existencia de algo, eliminar la guerra, 
el conflicto, el adversario. En cambio, la paz positiva impli-
ca construirla a partir del conflicto: afrontarlo y resolverlo de 
forma no violenta, buscando la armonía de la persona consigo 
misma, con la naturaleza y con los demás. La paz positiva impli-
ca una actitud positiva.

No puede haber paz positiva si las relaciones se basan en el 
dominio, en la desigualdad. Para construirla se necesitan relacio-
nes basadas en la cooperación, en la confianza mutua. Una paz 
positiva requiere estructuras sociales basadas en la equidad, en 
la defensa de los derechos humanos, en el desarrollo sostenible, 
en la democracia; estructuras que sean conscientes del riesgo que 
representan las armas y la concepción militar de la seguridad ciu-
dadana para la paz de una comunidad.
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La paz es un proceso inacabado y permanente, como también 
es permanente la existencia de conflictos entre las personas. 

paz y derechos humanos
En 1991, el pueblo soberano de Colombia, representado en la 
Asamblea Constituyente, promulgó una nueva Constitución polí-
tica, un marco legal para garantizarnos a los colombianos y a las 
colombianas la paz, además de la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, el conocimiento y la libertad. Es lo que dice el 
preámbulo de nuestra Carta Magna. 

Esto  significa que la paz es un derecho inalienable, o irrenun-
ciable, que tenemos como personas, como sociedad. Esto es así 
porque, desde el final de la Segunda guerra mundial, la paz dejó de 
ser simplemente la ausencia de guerra, el derecho a vivir en tran-
quilidad, para convertirse en condición básica para el ejercicio de 
todos los derechos humanos.

La paz pasó de ser un asunto interno de cada Estado, a tener 
protección internacional, a ser un asunto que afecta a toda la hu-
manidad.

La paz es un derecho autónomo, individual y colectivo que para 
existir requiere que el conjunto de los derechos humanos se cum-
pla a cabalidad. Sin el reconocimiento pleno de los derechos hu-
manos, la paz es un imposible. Según la Proclamación de Teherán, 
aprobada por 120 países en 1968 y de obligatorio cumplimiento, 
negar los derechos humanos trae consigo “actos de agresión que 
producen indeseables sufrimientos humanos y provocan reaccio-
nes que podrían sumir al mundo en conflictos cada vez mayores”.

La paz, además de significar el respeto de los derechos huma-
nos, significa el respeto al derecho de los pueblos a su libre de-
terminación. Por esta razón los Estados que apoyan una cultura 
de paz condenan además la intervención en los asuntos internos 
de cualquier otro país, por ser un mecanismo que va en contra de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y por que termina 
siendo una amenaza para la paz mundial, que siempre, antes que 
nada, se debe preservar.

Para asegurar el derecho de los pueblos a la paz, es necesario 
que la política de los Estados esté orientada a renunciar al uso de 
la fuerza en las relaciones internacionales. La Organización de Na-
ciones Unidas en sus declaraciones urge permanentemente a los 
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Estados miembros a buscar el arreglo pacífico de las controversias 
con otros Estados, por medio de mecanismos pacíficos, como la 
diplomacia y la negociación, y a abstenerse de utilizar mecanismos 
que pongan en riesgo la paz, como son la amenaza, el boicot o el 
uso de la fuerza. 

conflicto y violencia
El conflicto como tal está siempre latente en las relaciones huma-
nas. Porque en la sociedad, entre las personas coexisten intereses, 
valores, necesidades o deseos diferentes, contrapuestos; también, 
por motivos económicos, políticos, culturales, religiosos, territo-
riales. Por estas y otras razones siempre se generarán conflictos, 
discrepancias.

Aunque el conflicto siempre se piensa como como algo ne-
gativo, hay conflictos que aunque parezca extraño contribuyen a 
transformar la sociedad, pues llevan a que se respeten opiniones 
contrarias, a que se busquen soluciones satisfactorias para las par-
tes. Son conflictos ‘positivos’, que se convierten en motores del 
cambio social. 

Sin embargo, hay otros conflictos que claramente llevan a la 
destrucción de las comunidades en donde se producen. Lo que di-
ferencia a estos dos tipos de conflictos es la violencia. Aunque el 
conflicto es inevitable, la violencia no es más que una opción den-
tro del conflicto. No es parte integrante del conflicto.

La violencia son aquellas actitudes o comportamientos perso-
nales o sociales en los que se aplica un exceso de fuerza o de poder 
para conseguir un fin, privando al otro de algo que es parte de su 
esencia, como su integridad física, mental o moral, sus derechos. 

Pero también, violencia son aquellos actos sociales en los que los 
logros están por debajo de lo esperado, de lo que es posible alcan-
zar, y que la sociedad podría evitar, como son la explotación laboral, 
el daño ambiental, el racismo, el desplazamiento, las dificultades 
para acceder a la salud, a la educación, a la justicia, a la tierra.

Hay muchos tipos de violencia. La violencia física, directa, la 
más evidente, es la que afecta el cuerpo, hasta el punto extremo 
de causar la muerte. La violencia sicológica, que utiliza insultos, 
amenazas, adoctrinamientos, celos, abandono, para afectar emo-
cionalmente a la persona, su discernimiento, su salud mental, su 
voluntad, su desarrollo. 
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La violencia sexual, que afecta no sólo el cuerpo sino también 
la dignidad de la persona violentada y le produce daños tanto físi-
cos como mentales y sufrimiento; esta violencia sexual se ejerce 
a través de actos que van desde el acoso verbal hasta la violación, 
con el empleo de distintos tipos de coacción, desde la intimidación 
hasta la fuerza física. 

También existen la violencia verbal, la violencia de género, 
dirigida específicamente hacia las mujeres, generada por su con-
dición de género, de ser mujeres. Todas estas son violencias di-
rectas.

La violencia estructural es otro tipo que está presente en las 
estructuras sociales, como la pobreza y la discriminación. Con fre-
cuencia la violencia estructural es la causa de hechos de violencia 
directa: muchas guerras y conflictos sociales los genera un abuso 
de poder sobre una población oprimida o la falta de acceso a la jus-
ticia o situaciones de injusticia social, como el reparto inequitativo 
de la tierra, la distribución desigual de la riqueza de un país. 

Un tercer tipo es la violencia cultural, que legitima en una so-
ciedad el uso de la violencia. Lo hace por medio de actitudes y va-
lores relacionados con la religión, con la cultura, con la ciencia, uti-
lizados para justificar situaciones de violencia profunda. Esto pasa 
con las violaciones a los derechos humanos, con cualquier tipo de 
discriminación sexual, con la violencia racial o con la xenofobia, o 
actitudes de rechazo hacia los extranjeros.

En el escenario del conflicto no sólo están presentes las perso-
nas o entidades protagonistas –los actores del conflicto–, cuyas 
actuaciones determinan el rumbo del problema, sino otros actores 
que influyen en él, a veces de manera importante. Son los obser-
vadores que, aunque no participen del conflicto, tienen responsa-
bilidad en él porque conforman la opinión, apoyan a las partes en 
disputa, haciéndolas sentir fuertes y poseedoras de la razón.

Los conflictos, vistos desde la ética, desde la moral, se pueden 
originar bien sea por la confrontación entre el bien y el mal, entre 
lo justo y lo injusto o entre el respeto y la destrucción de la vida 
humana, de la naturaleza.

cultura de paz
“Una cultura de paz debe fundamentarse en el respeto a la vida, 
la condena de la violencia y la promoción de la práctica de la no 
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violencia a través de la educación, el diálogo y la cooperación”. 
Esto dice la Declaración sobre una cultura de paz, adoptada por la 
Naciones Unidas en 1999. Según esta declaración, debe permitir-
se que todas las personas a todos los niveles –en la escuela, en el 
trabajo, en la comunidad– desarrollen aptitudes para el diálogo, la 
negociación, la formación de consensos y la solución pacífica de 
los conflictos. 

Una cultura de paz, en la que no haya lugar para la violencia, 
promueve la pacificación a través de valores y comportamientos 
que la favorezcan y acompaña los cambios que buscan el bienes-
tar, la igualdad, la equidad en el uso de los recursos, la seguridad 
para personas y comunidades, el respeto a la identidad de los gru-
pos étnicos.

Una cultura de paz debe incluir distintas acciones:
•	 Estimular una nueva forma de mirar los conflictos
•	 Actuar sobre la raíz del conflicto y no sólo sobre sus efectos
•	 Educar sobre la forma de regular los conflictos y transformar-

los positivamente 
•	 Fortalecer la gobernabilidad y la participación ciudadana 
•	 Desmilitarizar las políticas de seguridad
•	 Priorizar la inversión en educación por encima de los gastos 

militares. 
Opuesta a la cultura de paz está la cultura de la violencia, 

que va más allá de la violencia directa e incluye violencias menos 
aparentes pero siempre graves.
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La cultura de la violencia se expresa a través de:
•	 El rechazo a resolver pacíficamente los conflictos 
•	 El apoyo al militarismo y a los gastos militares
•	 La búsqueda del dominio y el poder
•	 Las interpretaciones ideológicas y religiosas excluyentes. 

resolución de conflictos
Al finalizar la Primera guerra mundial, en 1918, se creó un organis-
mo para mantener la paz y la seguridad en el planeta: la Sociedad 
de Naciones que, luego de la enorme devastación producida por la 
Segunda guerra mundial, daría lugar en 1945 al nacimiento de la 
Organización de las Naciones Unidas (Onu). 

Por esto, la paz entre las naciones y al interior de ellas es la ra-
zón de ser de las Naciones Unidas. Su mandato es evitar la bar-
barie de la guerra en el mundo. De ahí su papel importante en la 
prevención de conflictos y en poner de acuerdo a las partes im-
plicadas, usando la diplomacia, los buenos oficios y la mediación. 
Los enviados especiales y las misiones políticas en el terreno son 
algunos de los recursos que utiliza la Onu para fomentar la paz. 

Naciones Unidas realiza operaciones de mantenimiento de la 
paz, uno de los instrumentos más efectivos para ayudar a los paí-
ses a pasar de un conflicto a la concordia. Estas operaciones, ade-
más de facilitar los procesos políticos, protegen a la población y 
ayudan en el proceso de desarme, desmovilización y reintegración 
de ex combatientes a la vida civil. 

Para resolver un conflicto, dicen los expertos, la única solución 
es el diálogo. El primer paso es crear espacios para el encuentro y 
tener un interés común en construir la paz. En el diálogo no se ha-
bla sólo de la paz, sino también de la construcción de una sociedad 
nueva, de la construcción de un espacio nuevo de convivencia.

La resolución pacífica de los conflictos debe hacerse desde 
una perspectiva en la que el conflicto se vea como una oportuni-
dad y una herramienta para el crecimiento. 

Por lo general, el conflicto se evalúa desde lo que es visible, 
desde las formas negativas, agresivas o violentas que toma cuan-
do estalla. Pero desde el punto de vista de la resolución de conflic-
tos hay que averiguar qué es lo que hay debajo de esa apariencia 
negativa, lo que no es visible. En esa parte invisible de la disputa es 
donde están las necesidades, los intereses, las creencias, las prio-
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ridades, etc., que no se han atendido o que se ven amenazados y 
son el origen del conflicto.

La negociación es una técnica de resolución pacífica de con-
flictos. En ella, dos o más partes involucradas dialogan cara a cara, 
analizando las disputas y buscando un acuerdo que sea mutua-
mente aceptable, para alcanzar así una solución a la controversia.

Para negociar, se necesita que haya voluntad entre las partes 
de resolver el conflicto y se construya confianza para buscar so-
luciones a través del diálogo, exponiendo cada uno de la mejor 
manera su posición y lo esperado del proceso. En una negocia-
ción siempre la satisfacción de las expectativas para cada una de 
las partes será parcial, pues la capacidad de ceder es fundamental 
para que ambas partes ganen en la negociación y puedan llegar a 
un acuerdo que les convenga.

Cuando el conflicto se desborda y la comunicación no funciona, 
queda un recurso positivo de solución: la mediación. Se trata de la 
presencia de un tercero neutral, imparcial, que ayuda a las partes a 
entablar un diálogo razonable, para que recuperen su protagonismo 
y responsabilidad en la solución de su propio conflicto. El mediador 
cambia la actitud de confrontación que hay entre las partes, por una 
actitud positiva de colaboración, que permite llegar a acuerdos.

El proceso de mediación tiene varias etapas: una inicial de 
acercamiento para facilitar el arranque del proceso; luego, una 
etapa de análisis y diagnóstico del conflicto, para pasar entonces 
a la búsqueda de soluciones aceptables y a definir los acuerdos, en 
un ambiente de cooperación y voluntad entre las partes. 

conflicto armado interno y acuerdos de paz
La manera más efectiva de disminuir el sufrimiento humano, evi-
tar los enormes costos económicos y las secuelas que generan los 
conflictos armados es evitándolos. Pero una vez que se presentan 
y se desencadenan hay que resolverlos. 

Desde que hay sociedades humanas hay conflictos y nego-
ciaciones, para darles fin y recuperar la paz. Cuando se trata de 
conflictos entre naciones, entre fuerzas estatales, se habla de un 
tratado de paz, que da por terminado un estado de guerra entre 
las partes.

Hay otro tipo de acuerdos que tiene que ver con la guerra mis-
ma, como son la tregua o el alto al fuego acordados por las partes 
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en combate o decidida unilateralmente por un bando. También 
están la rendición, cuando uno de los ejércitos se compromete a 
entregar las armas, o el armisticio, en el que se suspenden bilate-
ralmente las hostilidades para iniciar un acuerdo de paz.

Según el Comité internacional de la Cruz Roja (CICR), se dice 
que hay un conflicto armado interno (no internacional) cuando 
existe una situación de violencia en el territorio de un Estado, con 
enfrentamientos armados prolongados entre las fuerzas armadas 
estatales –el gobierno– y uno o más grupos armados organizados 
–los grupos rebeldes–, o entre grupos de este tipo.

Según el Derecho internacional humanitario (DIH), para que 
se hable de un conflicto armado interno debe cumplirse con dos 
requisitos: la organización de las partes y la intensidad de las hos-
tilidades. Por ‘organización’ se entiende la existencia de la cade-
na de mando, la estructura, la capacidad para entrenar personal y 
mantener operaciones militares en el tiempo y la administración 
del territorio. La ‘intensidad’ se refiere a factores como la grave-
dad, frecuencia y duración de los enfrentamientos, el armamento 
utilizado, el número de heridos y muertos y la participación de las 
fuerzas armadas, cuando la policía es insuficiente.

Un conflicto armado interno está sometido a las normas del 
DIH, también conocido como Derecho de los conflictos arma-
dos. Las normas del DIH buscan proteger a la población civil del 
conflicto armado, al tiempo que tratan de regular y humanizar 
los métodos empleados en la guerra. Las normas del DIH deben 
cumplirse de manera obligatoria por igual, por todas las partes in-
volucradas, sean el gobierno, las fuerzas armadas estatales o los 
demás grupos armados.

Para que un proceso de paz llegue a un acuerdo, hay varios ele-
mentos que son decisivos. Uno de ellos es la estabilidad jurídica, 
la seguridad que se le dé a lo pactado dentro del marco legal inter-
no, en particular a la posibilidad de que los grupos desmovilizados 
participen en política, a las responsabilidades y las sanciones a los 
combatientes y a la reparación a las víctimas. 

Un segundo elemento lo constituyen el desarme, la desmovi-
lización y la reinserción de los ex combatientes. Para ello deben 
trazarse estrategias y programas que permitan efectivamente la 
reinserción en la sociedad civil desde el punto de vista social, cultu-
ral, económico y laboral. En este punto es fundamental la validez, 
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la legitimidad que logre el acuerdo ante la comunidad internacio-
nal, para poder contar con su apoyo político y económico. 

El tercer elemento es el más complejo y el de más largo alien-
to: la construcción de una paz positiva, duradera y sostenible. Esto 
ocurre en la etapa final del conflicto–el llamado posconflicto–, 
cuando se debe materializar la paz. En esta etapa aparecen los 
mayores retos y obstáculos para transformar el conflicto armado y 
evitar que vuelva a reaparecer. 

En el posconflicto no sólo están involucradas todas las partes, 
sino toda la sociedad en su conjunto. Es la etapa en que la tarea 
es generar relaciones sociales más pacíficas, estructuras políticas y 
sociales más incluyentes, condiciones de equidad y participación y 
eliminar violencias culturales y estructurales.

En el proceso de construir la paz se requieren varios esfuerzos 
para resolver las violencias presentes en el conflicto. Son las llama-
das ‘tres R’, que deben aplicarse al mismo tiempo y en paralelo. La 
reconstrucción material y la atención a heridos y víctimas, 
como medio para enfrentar los efectos de la violencia directa. La 
reconciliación, que hace que las personas superen los efectos de la 
violencia cultural y asuman un papel protagónico en la construcción 
de la paz. Y la resolución del conflicto, a través de la eliminación 
del uso de violencia directa, estructural y cultural, para convertirlo 
en algo positivo para la sociedad, que se enfrente con creatividad. 

Un elemento adicional es la reculturización de la sociedad, 
que implica dejar atrás la cultura de la violencia, avanzando hacia 
una verdadera cultura de paz, con cambios profundos en el orden 
social y con la creación de una verdadera comunidad. Una tarea 
nada fácil.

La reconciliación requiere una justicia que esté encaminada a 
construir una paz estable y duradera, resolviendo situaciones par-
ticulares que deben interpretarse a la luz del conflicto. Es una jus-
ticia especial para ese período de transición entre el conflicto y la 
paz, que resuelva la tensión que hay entre la justicia y la paz, entre 
la impunidad y el acuerdo. Esta justicia transicional debe contar 
con mecanismos que la saquen de los recintos de los juzgados y la 
acerquen a las comunidades afectadas, a las víctimas, como son 
las comisiones de la verdad y de reparación a las víctimas.

Un acuerdo de paz no es un punto final, es únicamente un pun-
to de partida.
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Opinión pública 
e información
La opinión pública es un fenómeno social que se refiere a la mani-
festación de un punto de vista en que está de acuerdo buena parte 
de la comunidad frente a temas públicos, no privados. Se dice tam-
bién que es la idea más comúnmente respaldada, lo que no quiere 
decir que sea la mejor o la que más se identifica con el bien común.

La opinión pública representa en muchos casos opiniones ge-
neralizadas sobre cuestiones políticas y sobre la forma como los 
miembros de una comunidad ven a los funcionarios, a los candi-
datos políticos, a los gobernantes. Pero también puede referirse 
a temas y sucesos económicos, ambientales, sociales, culturales.

La opinión pública es una fuerza social que ha ido ganando po-
der e incluye una población cada vez mayor. Modernamente, se 
ha convertido en un elemento social fundamental, cuyo apoyo y 
aprobación buscan todos los sistemas políticos. En una democra-
cia o en regímenes participativos, la opinión pública ya no se pue-
de dejar a un lado. 

Para Habermas, reconocido filósofo y sociólogo alemán, la opi-
nión pública formada dentro de la sociedad civil, a través de un 
proceso racional de consenso, de acuerdos, le da legitimidad al ré-
gimen democrático.

La importancia actual de la opinión pública tiene mucho que 
ver con el desarrollo vertiginoso de los medios masivos de comuni-
cación y de las nuevas tecnologías, gracias a la aparición del inter-
net. Todo esto ha facilitado y masificado las formas de expresión 
públicas ante cualquier tema, en cualquier lugar y, también, con 
una inmediatez que antes era imposible de imaginar.

En el campo de la política es usual que la opinión pública se 
estudie para conocer las inclinaciones del electorado. La opinión 
de la gente se ve reflejada en los medios de comunicación, pero 
también se realizan permanentemente sondeos o encuestas entre 
la población para conocerla con más precisión. 

Una encuesta es, en palabras de el publicista argentino Ángel 
Beccasino, una radiografía que refleja la respuesta de la gente 
ante situaciones muy puntuales y revela tendencias, cambios en 
su manera de ver las cosas. Por eso no pueden leerse solas, como 
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cifras en blanco y negro, sino que hay que contrastarlas con otros 
resultados –cómo ve la gente la situación del país, el futuro, la eco-
nomía, el gobierno– para entender cuál es el ‘clima de opinión’ y 
también el ‘clima emocional’ alrededor de un personaje, una insti-
tución, una situación.

Estas encuestas de opinión, para el sociólogo francés Pierre 
Bourdieu, crean la ilusión de que en ellas hay una opinión pública 
con sólo sumar un buen número de opiniones individuales, gene-
radas cada una por separado.

La opinión pública medida con las encuestas sería la opinión 
pública agregada –o sumada–, mientras que la opinión pública 
discursiva –o pensante– sería el proceso constante de formación 
de las opiniones individuales a través de procesos comunicativos 
de interacción y de discusión con los demás.

En una democracia de calidad, la opinión pública debe ser ca-
paz de manejar responsablemente la información sobre las cosas 
que pasan, de argumentar sus puntos de vista, de poner en la ba-
lanza los pros y los contras de cada asunto, de escuchar con aten-
ción y tener en cuenta los argumentos de las posiciones contrarias, 
de no prejuzgar ni descalificar de antemano a quienes piensan de 
forma diferente. Y también, debe ser capaz de tomarse el tiempo 
necesario para dejar que las ideas se alimenten y maduren. 

La importancia cada vez mayor que tiene la opinión pública 
en la toma de decisiones de los gobiernos explica el porqué tratan 
permanentemente de manipularla. Porque crear una opinión pú-
blica bien formada e informada, autónoma, crítica, es muy difícil 
y más en un país donde haya escasez de medios de comunicación 
independientes y de calidad. 

En este caso, la información que reciben los ciudadanos no sólo 
es limitada e incompleta, sino sesgada por los intereses de los due-
ños de los medios. Muchas veces la información está más orienta-
da al entretenimiento y a estimular el consumo que a informar. A 
esto hay que agregarle el sesgo que le dan los propios ciudadanos 
con sus prejuicios, miedos, ideas preconcebidas, con su ignorancia 
sobre los temas en cuestión.

fake news y posverdad 
El flujo permanente de mensajes por la red, de un lado para otro, 
y el acceso –en aumento constante– de una gran parte de la po-
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blación a la posibilidad de interactuar en las redes sociales a través 
de las tecnologías de la información, hacen que la capacidad de 
propagar falsedades sea cada vez mayor.
En el confuso mundo de internet y de las redes sociales ya no se 
puede distinguir lo verdadero de lo falso, por la sofisticación a que 
han llegado las técnicas de manipulación de la información, las 
maneras de dispersarla y por la rapidez con que la gente reenvía 
cualquier noticia sin comprobar antes su veracidad. Así, las men-
tiras –las nombradas fake news, o noticias falsas– se toman en 
minutos las redes y la credibilidad de la gente. O sí no, se saca la 
información de su contexto y cualquier anécdota o comentario se 
vuelve importante, se hace viral.

Uno de los grandes problemas de esta nueva cultura on line es 
la incapacidad de distinguir entre la realidad y la ficción, entre la 
verdad y la mentira.

La formación de la opinión se está basando en buena parte 
en la inmediatez de las redes sociales, en la superficialidad de los 
mensajes. Pero también, en el uso masivo de la mentira, de las fake 
news, por parte de profesionales de la información que saben muy 
bien el daño que pueden causar o los beneficios que pueden obte-
ner con ellas al poner la opinión pública a su favor.

De esta situación surgió el concepto de posverdad. Una palabra 
nueva y de moda que se usa para el fenómeno también nuevo que 
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tiene que ver con la poca influencia que tienen los hechos objetivos, 
reales en la opinión pública, dominada más bien por hechos que na-
cen de la emoción exaltada y de las creencias personales. La posver-
dad podría resumirse en una frase: 'Lo que yo opino vale más que 
los hechos, más que la verdad. Es mi (pos)verdad y punto'. O en esta 
otra: ‘La posverdad es una mentira disfrazada de verdad’.

nuevas tecnologías de la información
Pero no hay duda de que las nuevas tecnologías de la información 
están trasformando nuestro mundo. Las redes sociales facilitan la 
interacción social y están desplazando a los medios tradicionales 
de comunicación masiva a un segundo plano.

Sin embargo este exceso de información que navega por el 
internet también representa un peligro: el de producirnos una ‘in-
foxicación’, por alimentarnos con información de mala calidad, 
con desinformación y rumores viralizados, con fake news.

Un medio de comunicación puede entenderse como el siste-
ma que permite que las personas se pongan en contacto entre 
sí. En los medios escritos y televisivos que conocemos es prácti-
camente imposible que esto suceda, porque no permiten un diá-
logo entre el periodista y el ciudadano que recibe la noticia. De 
ahí el importante papel que el internet y las redes sociales tiene 
como medios para informarse y comunicarse en varias direccio-
nes a la vez, para interactuar.

Las redes sociales y el internet ahora le permiten a cualquier 
persona que tenga un dispositivo digital difundir libremente cual-
quier información, sin pedirle permiso a ninguna autoridad ni a 
ningún grupo de medios. Gente que no se sentía identificada con 
el punto de vista o la forma de pensar de los grandes grupos de 
poder, tiene ahora una herramienta poderosa para disputarles le-
gítimamente la opinión pública, difundiendo otras interpretacio-
nes sobre los hechos sociales, políticos, económicos, abriendo así 
el abanico de opciones de pensamiento para acabar con el reinado 
de los discursos oficiales ‘únicos’.

Estas nuevas tecnologías de la información son decisivas para 
la denuncia inmediata –muchas veces apoyada con fotos, videos, 
audios– de situaciones de riesgo, injusticia, violencia, abuso de au-
toridad, en lugares donde difícilmente hay otras opciones para que 
las voces que denuncian sean escuchadas.
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Participación 
democrática 
Además del voto –que es la base de la participación democráti-
ca, de la participación del pueblo en la conducción del Estado–, 
la participación política de todos los ciudadanos puede darse por 
iniciativa bien sea de los mismos ciudadanos, o sea por iniciativa 
popular, o del gobierno. De origen popular son: la iniciativa popu-
lar respecto a una ley o una norma que se presenta ante el Con-
greso, el cabildo abierto y la revocatoria del mandato. De iniciativa 
gubernamental es el plebiscito. Y de iniciativa de uno u otro, sea 
popular o del gobierno, son el referendo y la consulta popular. 

Todos estos son mecanismos de participación del pueblo en 
ejercicio de su soberanía.

voto o sufragio universal 
El voto en Colombia es un deber y un derecho, por eso votar o no 
votar es una decisión personal, al contrario a lo que sucede en mu-
chos países en donde el sufragio es obligatorio para todo aquel sea 
votante en ejercicio.

A través del voto se escogen los cargos de elección popular: 
presidente y vicepresidente de la República, senadores, represen-
tantes, gobernadores, diputados, alcaldes, concejales municipales 
y distritales, miembros de las juntas administradoras locales (edi-
les) y en casos particulares, los miembros de la Asamblea Nacional 
Constituyente y las demás autoridades o funcionarios que la Cons-
titución señale.

El voto es secreto y cuando la ley lo determina se hace por me-
dio de un tarjetón. En este impreso, que se le entrega a cada elec-
tor, figura la foto de cada candidato con un número específico que 
lo identifica frente a todos los demás. En el caso de listas presen-
tadas por un partido, aparece el logo o emblema correspondiente.

iniciativa popular
Un grupo de ciudadanos tiene el derecho político de presentar, de 
acuerdo con sus intereses, proyectos de acto legislativo o de ley 
ante el Congreso de la República, de ordenanza ante una asam-
blea departamental, de acuerdo ante un concejo municipal o dis-
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trital, de resolución ante las juntas administradoras locales (JAL) 
o de otras resoluciones ante las corporaciones de las entidades 
territoriales. Esto con el fin de que los proyectos sean debatidos, 
aprobados, modificados o negados por la corporación pública co-
rrespondiente.

La presentación de estas iniciativas obliga a la corporación pú-
blica a debatir el proyecto, sin que tenga que aprobarlo tal como 
se presentó, pues puede modificarlo o también, negarlo en su to-
talidad. 

Para promover una iniciativa popular se debe contar con el 
apoyo de 0,5% de los ciudadanos inscritos en el respectivo cen-
so electoral –bien sea del país, departamento, municipio, distrito 
o comuna, según corresponda– y constituir un comité promotor, 
con un vocero. Entonces, se inscribe la iniciativa ante la Registra-
duría Nacional del Estado Civil, que revisa la solicitud y entrega el 
formato para recoger, en 6 meses, el respaldo popular por medio 
de las firmas de 5% de los ciudadanos inscritos en el respectivo 
censo electoral. Si esto se logra, el proyecto popular se presenta 
ante la corporación respectiva, donde inicia su trámite. 

No se puede presentar como proyecto de iniciativa un tema 
que sea de competencia exclusiva del Ejecutivo, como son los pla-
nes de desarrollo, las amnistías o indultos, las relaciones interna-
cionales, el orden público, el comercio exterior, la contratación, los 
impuestos, los presupuestos, el régimen salarial y la estructura de 
los gastos de la administración, entre otros
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cabildo abierto
El cabildo abierto es la sesión pública de los concejos municipales, 
distritales o de las juntas administradoras locales, en la que los ha-
bitantes participan directamente para discutir asuntos de interés 
para la comunidad. 

La solicitud de realizar un cabildo abierto la debe hacer por lo 
menos el 0,5% del censo electoral respectivo ante la secretaría del 
Concejo o de la Junta administradora local. Esta entidad deberá 
divulgar el lugar, la fecha y los temas que se tratarán en el cabildo. 

Pueden asistir al cabildo todas las personas interesadas, pero 
sólo pueden hacer uso de la palabra: el vocero de los que solicita-
ron el cabildo y quienes se inscriban al menos tres días antes de la 
fecha y presenten un resumen escrito de su intervención. La cor-
poración respectiva da respuesta escrita y razonada a las solicitu-
des ciudadanas.

Así las cosas, los ciudadanos que intervienen en el cabildo abierto 
no toman propiamente decisiones y en últimas no tienen nada que 
ver con la suerte que corran sus propuestas. Esto es cuestionable, si 
se considera el cabildo abierto como un espacio de participación de-
mocrática. Como lo objetaba Estanislao Zuleta, filósofo y pedagogo 
colombiano, cuando decía: “que la gente pueda opinar no es sufi-
ciente, que pueda actuar es necesario y que pueda actuar en aquello 
que le interesa, en su comunidad, en su barrio, en su municipio [...]”.

Algunos magistrados de la Corte Constitucional en su momen-
to estuvieron en desacuerdo con darle al cabildo abierto un carác-
ter tan sólo deliberante, de discusión, por considerarlo contrario a 
la Constitución, confundiéndolo con el derecho de petición. Para 
ellos, el cabildo debería ser un instrumento de participación adi-
cional, expresión de la soberanía popular y no un mecanismo pura-
mente simbólico de intervención de la ciudadanía.

revocatoria del mandato
Los ciudadanos pueden dar por terminado, o sea, revocar el man-
dato a un funcionario que hayan elegido. La revocatoria la contem-
pla la Ley únicamente para gobernadores y alcaldes. Cualquier ciu-
dadano, organización social, partido o movimiento político puede 
inscribirse ante la Registraduría Nacional del Estado Civil como 
promotor de la revocatoria. La Registraduría tiene una semana 
para verificar si la petición cumple con los requisitos.
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El trámite empieza cuando un grupo de ciudadanos, a través 
de firmas y en un número no inferior a 40% de los votos que ob-
tuvo el gobernante en cuestión, le solicita a la Registraduría que 
convoque a votaciones para revocar el mandato del funcionario, 
basando su solicitud en el incumplimiento de su programa de go-
bierno, con el que se presentó a las elecciones o en la insatisfac-
ción general de la población. El Registrador informa a la persona 
cuyo mandato se quiere revocar y luego convoca a la votación. 
La revocatoria se hace efectiva si los votos a favor son la mitad 
más uno de todos los votos depositados, siempre que el número 
total de sufragios sea al menos 55% de la votación válida con la 
que se eligió al mandatario. 

Si la revocatoria prospera, cuando se trata de un gobernador 
es el Presidente de la República quien lo remueve de su cargo y si 
se trata de un alcalde, es el gobernador quien lo remueve; nom-
bran entonces un encargado temporal hasta que se elija popular-
mente en una elección atípica al nuevo gobernante. Este nuevo 
mandatario ocupará el cargo por el tiempo que queda del período 
constitucionalmente establecido.

Si con la votación no se logra revocar el mandato del funciona-
rio, no se puede intentar de nuevo en lo que resta del período de 
gobierno. Esto es limitar, ponerle un freno a la pretensión consti-
tucional de ejercer  un control permanente a los gobernantes por 
parte de los gobernados.

plebiscito
Es la convocatoria que hace el Presidente de la República al pue-
blo para que se pronuncie a favor o en contra de una decisión del 
Ejecutivo.

Para convocarlo el Presidente de la República, con la firma de 
todos los ministros, entrega al Congreso la convocatoria al plebis-
cito, con las razones para hacerlo y la fecha de su realización. Si el 
Congreso no la rechaza, se llama a su realización. 

A plebiscito se someten políticas del Ejecutivo que no necesi-
tan aprobación del Congreso. No se puede llamar a un plebiscito 
para decidir sobre la duración del período presidencial ni para ha-
cer modificaciones a la Constitución.

El plebiscito es un mecanismo que se basa en la soberanía po-
pular. A través de él se convoca al pueblo para que sea él mismo 
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quien defina su destino. No se trata de refrendar con el plebiscito 
políticas ya adoptadas por el gobierno, sino de que el pueblo sobe-
ranamente defina el camino a seguir.

El pueblo decide sobre tema del plebiscito sólo si el número 
de votos depositados es mayor a 50% del censo electoral vigente. 

Con mecanismos como un plebiscito siempre hay un riesgo es-
condido: una posibilidad grande de que se utilice al pueblo para 
legitimar medidas perjudiciales para él mismo. Este peligro es ma-
yor cuando se trata de una opinión pública que no es independien-
te, que no es capaz de ser crítica frente a la realidad y sus proble-
mas y se deja manipular.

referendo
Es la convocatoria que se hace al pueblo para que apruebe o re-
chace un proyecto de ley o norma jurídica o para que elimine o 
no una norma existente. El referendo puede ser nacional, regional, 
departamental, distrital, municipal o local.

Según la naturaleza de la norma que es objeto del referendo, 
éste puede ser legal, si se trata de una ley, o infralegal, cuando se 
trata de normas jurídicas de menor jerarquía, como ordenanzas, 
acuerdos o resoluciones locales. Otro tipo de referendo es el refe-
rendo constitucional, en el que el pueblo decide si reforma o no 
la Constitución. 

Si lo que se quiere es que un proyecto se acepte como una nue-
va norma jurídica, el referendo es aprobatorio; en cambio, si lo que 
se busca es eliminar una norma existente, el referendo es deroga-
torio. 

A través de un referendo derogatorio no se pueden eliminar 
leyes que hayan aprobado tratados internacionales, ni tampoco la 
ley del Presupuesto o leyes sobre asuntos fiscales o de impuestos.

Para efectuar un referendo, los promotores presentan su soli-
citud ante la Registraduría y reciben el formulario para recoger, en 
un máximo de 6 meses, firmas de apoyo de 10% de los ciudadanos 
que integran el respectivo censo electoral –nacional, departamen-
tal, municipal–. Si se logra el apoyo necesario, el gobierno nacional 
o local convoca por decreto a votaciones para aprobar o no el re-
ferendo. La decisión se adopta por la mitad más uno de los votos, 
siempre que haya participado al menos 25% del censo electoral 
correspondiente.
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El referendo al igual que el plebiscito es una consulta que 
se hace al pueblo, pero se diferencian en que en el plebiscito 
se le propone tomar o no una decisión que no existe como 
norma escrita.

consulta popular
La consulta popular es un mecanismo de participación ciuda-
dana que puede tener origen popular o también en una auto-
ridad pública. A través de la consulta popular, el Presidente, el 
gobernador o el alcalde –según el alcance del tema tratado– o 
un grupo de ciudadanos hace a la comunidad una pregunta de 
carácter general sobre un asunto de trascendencia nacional o 
local. En todos los casos, la decisión que el pueblo tome es de 
obligatorio cumplimiento. 

Para que una iniciativa de consulta popular de origen ciudada-
no sea presentada ante el poder Legislativo nacional o territorial 
–Congreso, asamblea o concejo–, se requiere el apoyo de un nú-
mero de ciudadanos, recolectado como firmas, igual o superior a 
5% del censo electoral en ese momento.

 El mandatario, bien sea el Presidente de la República (con la 
firma de todos los ministros y concepto favorable del Senado), 
el gobernador (con concepto favorable de la Asamblea departa-
mental), el alcalde municipal o local (con concepto favorable del 
Concejo o de la Junta administradora local) o el comité promotor 
presentan a examen constitucional la consulta que van a hacer en 
un texto que se pueda contestar con un ‘sí’ o un ‘no’. 

Si se trata de una consulta departamental, municipal o local, la 
revisa el tribunal administrativo correspondiente o en caso de que 
tenga carácter nacional, la Corte Constitucional. Si pasa este exa-
men, se procede a la votación, teniendo claro que la decisión po-
pular es de obligatorio cumplimiento, o sea vinculante. Se aprueba 
si la mitad más uno de los votos válidos escogen el ‘sí’, siempre 
y cuando participe al menos la tercera parte de los electores que 
componen el respectivo censo electoral.

Cuando la consulta se refiere a si es conveniente convocar 
una Asamblea Constituyente, la pregunta se le hace al pueblo, 
después de expedir una ley de convocatoria aprobada por el 
Congreso de la República. El control de constitucionalidad a 
esta ley lo hace la Corte Constitucional y una vez aprobada, se 
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realizan las votaciones. Cuando al menos la tercera parte del 
censo electoral apoye que se convoque, en una nueva votación 
se eligen los delegatarios a la Asamblea Constituyente. Estos 
elaboran la reforma, siguiendo las directrices antes definidas 
en la consulta popular.

Una consulta popular puede ser obligatoria o facultativa. 
La primera la exige la Constitución como condición indispensable 
para la adopción de ciertas decisiones, como: la formación de nue-
vos departamentos, la vinculación de municipios a áreas metropo-
litanas o la conformación de éstas, el ingreso de un municipio a una 
provincia ya constituida. Es facultativa cuando la consulta popular 
no es una exigencia específica de la Constitución, sino cuando el 
gobernante considera importante conocer la opinión del pueblo 
en torno a un asunto determinado.

Es fundamental que las personas que voten en una consulta 
popular tengan autonomía, sean independientes y responsables 
para tomar decisiones, porque luego éstas los afectarán como in-
dividuos y como comunidad.
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Política pública
Una política pública es la forma como el Estado interviene para 
modificar una situación o un comportamiento que representan 
un problema social importante. Lo que caracteriza a una polí-
tica pública es que se concreta en acciones, es un instrumento 
para la acción. 

En el enfoque de política pública, los problemas no se enfren-
tan a través de sus efectos sino de sus causas.

La respuesta que da el Estado a las necesidades o aspiraciones 
sociales insatisfechas a través de una política pública, se construye 
con normas, instituciones, ayudas, bienes o servicios.

La política pública tiene tres elementos: una situación proble-
mática concreta que necesita una intervención estatal; el análisis 
de cada una de las posibles soluciones, acciones o decisiones que 
hay que tomar y un proceso de evaluación, que permite saber si se 
pueden alcanzar unos objetivos claros para solucionar el proble-
ma, para resolver la demanda social.

La política pública hay que entenderla como el resultado de 
una acción colectiva desarrollada en lo público y de una serie de 
transacciones políticas que llevan a que el gobierno no sólo ten-
ga como objetivo ejecutar lo planeado, sino además garantizar la 
coordinación y la cooperación de otros actores clave. Durante la 
formación de la política pública, el gobierno tiene que interactuar 
con múltiples actores del Estado, de la sociedad civil y con agentes 
privados.

Las disposiciones que quedan plasmadas en una política pú-
blica son expresión de intereses comunes, que forman parte de la 
esfera pública. 

La decisión sobre qué asunto debe ser objeto de una política 
pública no es una simple definición que hace el gobierno pensan-
do en el bienestar de la sociedad, sino más bien es el resultado de 
conflictos y aportes que se dan en la construcción pública de los 
asuntos, cuando los intereses particulares entran en confrontación 
para volverse de interés general. 

La política pública es una construcción social. No sólo se forma 
en lo público, sino que también retorna a él, en forma de unas ac-
ciones que deben tener aceptación social. 
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Participación ciudadana 
y sociedad civil
Nuestra participación como ciudadanos se da sobre todo a través 
del voto. Con él manifestamos acuerdo o desacuerdo con temas 
que tienen que ver con nuestro futuro como individuos y como so-
ciedad. Pero hay otras formas de participación:

La sociedad civil es una parte de la ciudadanía que se organiza 
alrededor de objetivos comunes para hacer demandas a la esfera 
pública y al Estado. Las organizaciones de la sociedad civil son fun-
damentales para que los ciudadanos reclamen sus derechos y pro-
pongan enfoques basados en ellos. Estas organizaciones se tratan 
con el Estado en un plano de igualdad.

Estas agrupaciones, u organizaciones de la sociedad ci-
vil, existen por fuera del Estado y de la economía, del mercado. 
Son organizaciones privadas y relativamente independientes que 
prestan bienes o servicios a sus miembros y no miembros, tienen 
personería jurídica y se sostienen en especial por donaciones vo-
luntarias. Pueden ser: organizaciones no gubernamentales (ONG), 
comités ciudadanos, asociaciones profesionales o culturales, clu-
bes deportivos, organizaciones humanitarias, entre otras. Algunos 
ejemplos: Médicos sin Fronteras, Amnistía Internacional, la Cruz 
Roja, la Defensa Civil.

Las organizaciones de la sociedad civil tienen un papel im-
portante en la sociedad porque, además de representar dis-
tintos intereses de la ciudadanía y actuar en defensa de sus 
derechos, muchas veces su trabajo se orienta a dar respuesta 
a problemas que no han sido resueltos ni por el Estado ni por 
el mercado.

La sociedad civil está orientada al logro de fines públicos y no 
privados, de modo que tiene un papel fundamental en las transfor-
maciones reales de toda la sociedad, empoderando a los ciudada-
nos para que ejerzan sus derechos y hagan valer tanto su derecho 
de participación como sus responsabilidades.

La existencia de una sociedad civil fuerte genera más y mejor 
democracia. Sus organizaciones son espacios sociales valiosos, 
porque ayudan a formar una cultura política democrática.
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Mecanismos de participación ciudadana con la 
Administración pública 

audiencia pública
La audiencia pública es un espacio de participación ciudadana, 
propiciado por una entidad u organismo de la Administración 
pública. En una audiencia pública, la entidad se reúne con per-
sonas y organizaciones sociales en un acto abierto, para inter-
cambiar información y propuestas sobre políticas y programas 
que tiene a su cargo, así como también sobre el manejo de los 
recursos necesarios.

rendición de cuentas
La rendición de cuentas es un mecanismo de control de los ciuda-
danos sobre las ejecuciones del poder Ejecutivo. Todas las entida-
des y organismos de la administración pública están obligados a 
una gestión basada en los principios de la democracia participativa 
y a presentar su rendición de cuentas a la ciudadanía. Esto con el 
fin de promover la transparencia y garantizar la participación de la 
ciudadanía en la administración pública.

Mecanismos de participación ciudadana directa ante 
entidades del Estado y funcionarios

derecho de petición
Es el derecho que tiene toda persona de hacer peticiones ante 
las autoridades y algunas instituciones privadas, por escrito 
o verbalmente, por cuenta de un interés general o particular, 
con el fin de que le den una pronta solución. Cualquier ciuda-
dano puede solicitar a un servidor público o entidad: el reco-
nocimiento de un derecho, la intervención de la entidad o el 
funcionario, la resolución de una situación jurídica, la presta-
ción de un servicio. También puede solicitar información, con-
sultar y pedir copias de documentos, hacer consultas, interpo-
ner quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. Toda 
petición debe contener la información básica con el nombre 
e identificación del peticionario; la dirección donde recibirá la 
respuesta; el nombre de la entidad o del funcionario a quien 
se dirige y el objeto de la petición y las razones y documentos 
que la respaldan.
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queja
La queja es el medio con que un usuario manifiesta su inconfor-
midad por una irregularidad administrativa, por la actuación de 
un funcionario o por la forma y condiciones en que se presta o no 
un servicio. Se hace con el fin de que se corrija una actuación o se 
adopten las medidas correspondientes. Además de la información 
básica y el objeto de la queja y los motivos que la sustentan, se 
debe anexar pruebas como documentos, testimonios, fotos, vi-
deos o cualquier otra que apoye la queja.

denuncia 
La denuncia es un mecanismo para que cualquier persona infor-
me verbalmente o por escrito sobre hechos o conductas que indi-
quen un posible manejo irregular o un detrimento patrimonial de 
los bienes del Estado, por parte de un funcionario público o de un 
particular que administre recursos públicos. Además de la infor-
mación básica del denunciante, se debe precisar con detalles los 
motivos de modo, tiempo y lugar de la denuncia: cómo y cuándo 
ocurrió; en qué entidad, quién y quiénes lo hicieron. La denuncia se 
puede presentar también de forma anónima.
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Administración pública 
y servidores públicos
Por administración pública se entiende el conjunto de entidades 
creadas para que realicen la función administrativa y de gestión 
del Estado, con el fin de que se canalicen y atiendan las demandas 
sociales, buscando satisfacer las expectativas de la comunidad.

También se puede entender a la administración pública como 
un servicio que le presta el Estado a la comunidad, a través de to-
dos sus servidores. No importa la rama a la que pertenezcan, no in-
teresan sus cargos dentro de la jerarquía: todos por igual le sirven 
al público en representación del Estado.

Se debe hacer la diferencia entre gobierno y administración 
pública: mientras el gobierno, a través del uso del poder, pone en 
marcha un programa político de acuerdo a unos principios doctri-
narios, la administración es la que ordena de manera técnica los 
recursos existentes, bajo los criterios políticos del gobierno.

Es servidor público toda persona que esté al servicio del Esta-
do, y por lo tanto al servicio de toda la comunidad, y que ejerza una 
función pública de acuerdo con la Constitución, la ley y el regla-
mento interno de la entidad correspondiente, donde se le definen 
sus funciones. 

También son servidores públicos los particulares investidos 
temporalmente de la autoridad del Estado para desempeñar fun-
ciones públicas transitorias. 

Hay tres tipos de servidores públicos: los miembros de corpo-
raciones públicas, los empleados públicos y los trabajadores ofi-
ciales.

Los miembros de corporaciones públicas son los congresis-
tas –senadores y representantes–, los diputados, los concejales y 
los ediles.

Los empleados públicos son los servidores que trabajan en 
los ministerios, los establecimientos públicos, las superintenden-
cias, los departamentos administrativos y entidades equivalentes 
en el ámbito territorial o distrital, realizando labores distintas a las 
de construcción y mantenimiento de obras públicas. Los que des-
empeñan estas tareas en esas mismas entidades son los trabaja-
dores oficiales. 
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También son trabajadores oficiales quienes laboran en las em-
presas industriales y comerciales del Estado y en las sociedades de 
economía mixta con más de 90% de capital oficial.

Los empleados públicos desarrollan funciones administrativas, 
de jurisdicción o de autoridad, que son propias del Estado y por eso 
están definidas en una ley o en un reglamento. En cambio, las acti-
vidades de un trabajador oficial son por lo general las que realizaría 
cualquier particular.

De acuerdo con estas diferencias, el empleado público entra 
a formar parte de la administración a través de un acto legal, que 
incluye el nombramiento y la posesión en el cargo, mientras que el 
trabajador oficial firma solamente un contrato de trabajo.

carrera administrativa
Los empleos en las entidades del Estado, según la Constitución, 
son de carrera administrativa. Esto significa que son empleos es-
tables, obtenidos por las calidades y méritos de los aspirantes que 
cumplan con los requisitos que prevé la ley e independientes de la 
filiación política de las personas. 

La carrera administrativa, creada por la Constitución de 1991, 
busca que la gestión del Estado la desarrollen funcionarios capa-
ces y eficientes, de manera que el Estado pueda cumplir sus fines 
de la mejor manera. Los funcionarios de carrera administrativa in-
gresan a la administración pública a través de un concurso y son 
ascendidos de acuerdo con evaluaciones objetivas.

De la carrera administrativa se exceptúan los cargos de elec-
ción popular, los de libre nombramiento y remoción, los de traba-
jadores oficiales y los demás que define la ley.

El funcionario de libre nombramiento y remoción accede 
a la administración pública por decisión discrecional de quien lo 
nombra; es personal de confianza, por la naturaleza política o de 
gobierno de sus funciones, y puede ser retirado de su cargo en 
cualquier momento.

vigilancia disciplinaria 
El poder de la vigilancia disciplinaria de los servidores públicos le 
corresponde a la Procuraduría General de la Nación. Esta vigilancia 
incluye, de acuerdo con la Corte Constitucional, a los integrantes 
de la fuerza pública, mientras que para los funcionarios judiciales, 
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la acción disciplinaria la ejerce el Consejo Superior de la Judicatura 
y los consejos seccionales. 

Mientras que una persona particular es responsable ante las 
autoridades únicamente por violar la Constitución y las leyes, los 
servidores públicos, sean civiles o integrantes de la fuerza pública, 
deben responder además por incumplir sus obligaciones o por ex-
tralimitarse en el ejercicio de sus funciones. 

El servidor público que incumpla la Constitución o las leyes es 
responsable ante la ley, así lo haya hecho siguiendo órdenes de un 
superior. Su responsabilidad puede ser penal, disciplinaria, fiscal o 
patrimonial.

Los militares son una excepción a esta norma: cuando se trata 
de órdenes ilegítimas impartidas durante actos de servicio, la res-
ponsabilidad ante la ley recae únicamente en el superior que dio 
la orden infractora. Esta norma excepcional no cubre a los miem-
bros de la Policía Nacional, pues se trata de un cuerpo civil de fun-
cionarios armados, instituido para prestar un servicio público de 
carácter permanente y sus miembros se guían por un reglamento 
diferente al militar.

Administración pública y servidores públicos
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Transparencia 
y corrupción
Los conceptos de transparencia, acceso a la información o liber-
tad de información y probidad pública –honestidad, rectitud en la 
manera de actuar– nacen directamente de la necesidad que tienen 
los ciudadanos de conocer la labor del gobierno y de los demás 
órganos del Estado. En este sentido, son herramientas que sirven 
para prevenir o cambiar prácticas abusivas y actos de corrupción 
de parte de las autoridades. 

La transparencia es un buen indicador de la calidad de un 
gobierno. La transparencia es el marco jurídico, político, ético y 
organizativo de la administración pública que debe regir las ac-
tuaciones de todos los servidores públicos. Implica gobernar expo-
niéndose al escrutinio público, a ser observado por los ciudadanos, 
como en una vitrina.

La transparencia no es un fin, sino un medio que permite 
que la administración pública se vuelva más eficiente y la ciuda-
danía conozca las actuaciones de sus servidores públicos. Esto 
se logra a través de una rendición de cuentas clara y permanen-
te a los ciudadanos sobre la gestión pública y también, a través 

Delitos contra la Administración pública
abuso de autoridad

Se habla de abuso de autoridad cuando el servidor público se ex-
cede en el ejercicio de sus funciones y actúa de manera arbitraria 
e injusta, o sea, por capricho y por intereses personales y no por la 
voluntad de la ley y el interés público. En este caso podrá ser mul-
tado y perder el empleo o cargo público.

peculado
El peculado es el delito que comete el funcionario público que ad-
ministra bienes de propiedad del Estado o de particulares que le 
han sido confiados por sus funciones, cuando se apropia de ellos, 
los usa indebidamente o permite que otros lo hagan o que se pier-
dan o dañen.
Las clases de peculado incluyen el peculado por apropiación, por 
uso, por aplicación oficial diferente y el peculado culposo. Según el 
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del acceso a la información pública, a los documentos públicos 
libremente, sin ninguna restricción, salvo a los que la ley consi-
dera reservados. 

La información pública es uno de los valores de toda demo-
cracia. Si las instituciones entregan una información veraz, com-
pleta, oportuna y comprensible para todos los ciudadanos sobre 
las metas y los resultados logrados por el Estado, la ciudadanía po-
drá saber con precisión cuál es el desempeño de los funcionarios 
públicos y de los partidos políticos que tienen el poder político. Es 
una condición para cualquier Estado democrático que sus ciuda-
danos puedan en cualquier momento evaluar y exigir cuentas a sus 
representantes.

Para esto, los archivos públicos juegan un papel muy impor-
tante, porque organizan y protegen la información pública necesa-
ria para garantizarle a toda la sociedad los derechos a la verdad, a 
la memoria y a la información.

La corrupción se entiende como el uso o el abuso del poder y 
de las funciones encomendados a un servidor público para obte-
ner indebidamente con ellos beneficios, yendo en contra del inte-
rés colectivo. La corrupción es un factor de mucho peso en la crisis 
de gobernabilidad en un país. 

En sentido estricto, ser corrupto es tener conductas ilegales, 
como por ejemplo las ‘mordidas’, los sobornos, que en pequeña 

tipo de peculado y el valor de lo apropiado por el funcionario, las 
sanciones incluyen cárcel por hasta 15 años, multas de hasta 50.000 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) e inhabilita-
ción para cargos públicos por el mismo término de la prisión.

concusión
Cuando el servidor público que, abusando de su cargo o de sus fun-
ciones, obligue o induzca a alguien a darle o prometerle a él o a 
otra persona dinero o cualquier otra utilidad, comete concusión. 
Tendrá cárcel por hasta 10 años, multa de hasta 100 smlmv e inha-
bilitación para cargos públicos hasta por 8 años.

cohecho
El servidor público comete cohecho cuando recibe, para sí mismo 
o para otro, dinero u otra utilidad o acepta promesa de remunera-
ción para retrasar u dejar de realizar un acto propio de su cargo o 
para ejecutar un acto que sea contrario a sus deberes oficiales. El 
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o en gran escala afectan tanto a las grandes empresas como a los 
ciudadanos. 

Pero en un sentido más amplio, ser corrupto es utilizar influen-
cias o ‘palancas’ a favor de intereses específicos. Con mucha fre-
cuencia esto se disfraza en conductas aparentemente ‘legales’, 
como las relaciones financieras por debajo de la mesa, las contri-
buciones a las campañas políticas o las presiones por parte de gru-
pos influyentes –lo que se conoce comúnmente como lobbying 
o cabildeo–; todas ellas conductas que llevan a los funcionarios 
públicos a desviar recursos en beneficio propio y de sus aliados, 
de sus ‘amigos’, pasando por encima del interés público, del bien 
común. 

Para algunos, la corrupción no es sólo un accidente del sistema 
legal o una irregularidad cometida por individuos corruptos que 
debe ser castigada, sino que es parte del mismo sistema legal. Así, 
la corrupción no sería tan sólo una anomalía o la causa de otros 
problemas –como la pérdida de confianza en la democracia o la 
crisis de la gobernabilidad–, sino la consecuencia de un sistema 
aceptado y justificado por las mismas leyes. 

En el cumplimiento de sus funciones, los servidores públicos 
pueden incurrir en actuaciones que están por fuera de la ley y/o de 
los reglamentos, lo que tiene consecuencias no sólo disciplinarias, 
sino también de tipo fiscal, penal y civil.

cohecho se conoce también como soborno. Por cohecho tendrá 
cárcel por hasta 8 años, multa de hasta 100 smlmv e inhabilitación 
para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo 
tiempo de la prisión. 

tráfico de influencias
El servidor público que utilice en provecho propio o de un tercero 
las influencias de su cargo para hacer que otro servidor público lo 
beneficie en un asunto con el que tiene que ver, tendrá cárcel por 
hasta 8 años, multa de hasta 200 smlmv e inhabilitación para car-
gos públicos por el mismo tiempo de la prisión.

enriquecimiento ilícito
Si durante su vinculación con la administración o en los dos años 
siguientes a su desvinculación, el funcionario público obtiene, para 
sí mismo o para otro, dinero que represente un incremento injus-
tificado del patrimonio, tendrá cárcel por hasta 10 años, multa por 
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el doble del valor del enriquecimiento e inhabilitación para cargos 
públicos por el mismo tiempo de la prisión.

prevaricato por acción
El servidor público que expida una resolución, dictamen o concep-
to arbitrario a sabiendas de que es contrario a la ley e injusto, ten-
drá cárcel por hasta 8 años, multa de hasta 200 smlmv e inhabilita-
ción para cargos públicos por el mismo tiempo de la prisión.
prevaricato por omisión
Si el servidor público omite, demora o se niega a realizar un acto 
que le corresponde por sus funciones, tendrá cárcel por hasta 5 
años, multa de hasta 50 smlmv e inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas por 5 años.

interés indebido en la celebración de contratos
Cuando el servidor público se interese, en su propio provecho o 
en el de un tercero, por un contrato o una operación en que deba 
intervenir por razón de su cargo, tendrá cárcel por hasta 18 años, 
multa de hasta 300 smlmv e inhabilitación para el ejercicio de de-
rechos y funciones públicas por hasta 18 años.
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Participación política 
y control social
La participación política está unida estrechamente al ejercicio de 
la democracia. Sin ella la democracia no es legítima, porque es a 
través de la participación política que los ciudadanos tenemos la 
posibilidad de influir en el curso de los acontecimientos políticos, 
en los asuntos del Estado que nos afectan como sociedad.

La participación política son todas las actividades voluntarias 
con que los miembros de una sociedad intervienen para escoger a 
sus gobernantes y, de manera directa o indirecta, para construir las 
políticas de gobierno.

La participación política se compone entonces de tres elemen-
tos: una ‘acción’ para ‘influir’ en ‘lo político’.

La participación política convencional es la que se realiza 
durante un proceso electoral, fomentada desde el poder del Esta-
do y la Constitución. 

La participación política no convencional desarrolla otro 
tipo de acciones legales, que van más allá de los mecanismos ins-
titucionales de participación. En este tipo de participación figuran 

Mecanismos de participación de los partidos  
y movimientos políticos

derecho a la réplica
En una democracia la réplica siempre es sana. En toda democracia se 
espera que la libertad de expresión contribuya al equilibrio informativo y 
a que los diferentes actores sociales tengan la posibilidad de expresarse.
El derecho a la réplica es el que tienen los partidos y movimientos 
políticos declarados en oposición al gobierno de responder y con-
trovertir las declaraciones que haga éste. 
Este derecho lo reconoce la Constitución a los partidos de oposi-
ción “frente a tergiversaciones graves o evidentes o ataques públi-
cos proferidos por el Presidente, ministros, gobernadores, alcal-
des, secretarios de despacho, directores o gerentes de entidades 
descentralizadas y por cualquier otro alto funcionario”. En estos ca-
sos los partidos tienen el derecho a responder de manera oportuna, a través 
del mismo medio de comunicación y espacio que empleó el funcionario, 
durante un tiempo por lo menos igual.
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las peticiones firmadas por grupos de ciudadanos, las manifesta-
ciones y los mítines, los paros y las huelgas, el boicot, las tomas 
pacíficas de instalaciones. En casos extremos, que incluso van con-
tra la legalidad constitucional, las acciones políticas pueden llegar 
al daño de la propiedad y de la infraestructura, los sabotajes, los 
actos de violencia personal, etc. 

En el mundo actual se vive una gran contradicción entre la amplia-
ción de las democracias y la pérdida de interés de los ciudadanos en la 
política, en especial por una creciente insatisfacción con sus represen-
tantes e instituciones. Sin embargo, ante esta apatía han aparecido 
nuevas prácticas: unas se dan en el espacio local, que es un espacio más 
cercano al ciudadano y por el que tiene más interés, y otras, las más no-
vedosas, se apoyan en las nuevas tecnologías y en las redes sociales.

Estas redes sociales, aunque no están al alcance de todos los ciu-
dadanos, son utilizadas por partidos, líderes, asociaciones para man-
tenerse en contacto con sus electores y con los ciudadanos y también 
por grupos sociales cada vez más amplios y más jóvenes, dispersos 
geográficamente, que quieren dejar de ser simples espectadores y 
entrar a participar políticamente como ciudadanos activos. 

La Constitución política nos reconoce a los colombianos el de-
recho a controlar y vigilar individual o colectivamente la gestión 

Los partidos y movimientos también pueden rebatir, discutir la 
posición presentada por el gobierno, dentro de las 48 horas si-
guientes de una alocución presidencial. Para ello, tendrán el mis-
mo espacio, en los mismos medios de comunicación y en el mismo 
horario. Este mecanismo puede utilizarse hasta tres veces al año.

oposición política
La oposición política es el ejercicio pacífico de la deliberación po-
lítica. 
La oposición política es un derecho fundamental que debe gozar 
de protección especial por parte del Estado y las autoridades públi-
cas. La oposición política permite proponer alternativas políticas, 
disentir, criticar, fiscalizar y ejercer libremente el control político a 
la gestión del gobierno.
El derecho fundamental a la oposición y a la independencia políti-
ca es una condición esencial de la democracia participativa, que va 
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pública, un elemento esencial para que participemos de manera 
activa como sociedad en la orientación y los resultados del que-
hacer estatal, en los asuntos públicos. Este control social de la 
gestión pública se puede entender como una forma de autorre-
gulación de la sociedad. 

La gestión pública son todas las actividades que desarrollan 
los servidores públicos y particulares delegados por el Estado para 
administrar y velar por lo público, buscando el cumplimiento de 
los fines esenciales del Estado. Hacen parte de la gestión pública: 
la administración de lo público, la toma de decisiones sobre los re-
cursos y su ejecución, el seguimiento y la evaluación de las activi-
dades desarrolladas y sus resultados.

La calidad de la gestión pública está dada por tres elementos: 
eficiencia, eficacia y transparencia.

veeduría ciudadana 
Las veedurías ciudadanas son un mecanismo de control social. Con 
las veedurías los ciudadanos y diferentes organizaciones pueden 
vigilar la gestión pública que realizan las autoridades administra-
tivas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y los órganos de 
control. Y también ejercer control ciudadano en las entidades pú-
blicas o privadas y las organizaciones no gubernamentales (ONG) 
nacionales o internacionales que operen en el país, cuando tengan 

de la mano de los valores de convivencia, tolerancia, deliberación 
pública, no estigmatización y respeto a las diferencias. 

Estatuto de la oposición
Es el nombre con que se conoce a la Ley estatutaria 1909 de 2018, 
que regula el ejercicio y la protección especial del derecho consti-
tucional a la oposición que tienen los partidos y movimientos con 
personería jurídica. También reglamenta algunos derechos de or-
ganizaciones independientes, agremiaciones políticas, grupos sig-
nificativos de ciudadanos y movimientos sociales con representa-
ción en las corporaciones públicas de elección popular.
Esta ley o estatuto establece la oposición como derecho fundamen-
tal, como condición esencial de la democracia, y, por supuesto, como 
un elemento necesario para establecer una paz estable y duradera.
Según este Estatuto de oposición, los partidos y movimientos polí-
ticos están obligados, dentro del mes siguiente al inicio de un nue-
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a su cargo la ejecución con dineros del Estado de un programa, 
proyecto, contrato o la prestación de un servicio público.

sindicatos
El derecho a la sindicalización es reconocido como uno de los de-
rechos humanos.

Los sindicatos buscan básicamente el bienestar de sus miem-
bros, es decir, asegurar condiciones dignas del empleo, de seguri-
dad e higiene laboral, además de generar por medio de la unidad 
de los trabajadores una capacidad de negociación suficiente para 
abrir espacios de diálogo social con los empleadores.

huelga, paro 
Según la Corte Constitucional, la huelga es la facultad que tienen 
los trabajadores de presionar a los empleadores con la suspensión 
colectiva del trabajo, para que se resuelva un conflicto laboral co-
lectivo a favor de sus intereses. Para empezar una huelga hay que 
cumplir previamente con una serie de trámites previstos por la ley.

La Constitución no establece ninguna limitación sobre los ti-
pos legales de huelga. Los trabajadores pueden efectuar huelgas 
no sólo para pedir mejoras en las condiciones económicas en una 
empresa específica o para lograr avances de las condiciones labo-

vo período de gobierno, a realizar ante la autoridad electoral una 
declaración política en que hacen pública su condición de opositor, 
independiente o miembro de la coalición de gobierno. Esta posi-
ción, que debe tomarse en todos los niveles territoriales –nacional, 
departamental o municipal–, se puede modificar una sola vez du-
rante el período de gobierno y determina la posibilidad de ocupar 
ciertos cargos públicos. 
Los partidos que avalaron al Presidente en el proceso electoral 
sólo podrán ser de la coalición de gobierno. 
En este Estatuto se establece una acción de protección de los de-
rechos de la oposición, que le permite a la Organización electoral 
adoptar medidas cautelares, restaurativas e imponer multas a per-
sonas naturales o jurídicas que atenten contra estos derechos.
Los partidos en oposición tendrán financiación adicional, acceso a 
medios de comunicación después de cada alocución presidencial e 
instalación del Congreso, réplica, participación en mesas directivas del 
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rales de un determinado sector, sino también para defender los 
intereses de los trabajadores o para solidarizarse con una huelga 
de trabajadores de otra empresa.

Al derecho a la huelga, por su importancia en el desarrollo so-
cial, laboral y empresarial del país, lo ha catalogado la jurispruden-
cia como un derecho fundamental. Por lo que sólo se puede limitar 
cuando su ejercicio transgrede la ley o cuando afecta actividades 
consideradas legalmente como servicios públicos esenciales.

Congreso, con posibilidad de determinar el orden del día, así como 
también en la Comisión de Relaciones Exteriores y derecho a sesión 
exclusiva en el Congreso sobre el Plan de desarrollo y el presupuesto.
Según el Estatuto de la oposición, estas mismas garantías cobijan a 
las organizaciones políticas de comunidades indígenas y afrodes-
cendientes, de acuerdo a un enfoque diferencial, es decir, al reco-
nocerlas como poblaciones discriminadas social y culturalmente a 
lo largo de nuestra historia, pero con el mismo derecho a espacios 
equitativos de participación y visibilidad política.

movilización, protesta social
La movilización y la protesta social son formas que emplean la po-
blación y las organizaciones sociales para mostrar su desacuerdo 
con políticas gubernamentales y con situaciones que la afectan 
negativamente. El Estado está obligado a garantizarlas, pues re-
presentan la participación política efectiva de la ciudadanía y su 
derecho al ejercicio de la oposición. 
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El concepto de ‘paro’ a veces es equivalente al de ‘huelga’. Sin 
embargo, también se entiende por paro a una medida reivindicati-
va que realiza un grupo de trabajadores a través del abandono de 
su puesto de trabajo, en algunos casos acompañado con actos de 
fuerza. Es un acto diferente a la suspensión colectiva del trabajo 
reglamentada en la huelga.

partidos y movimientos políticos 
Los partidos y movimientos políticos son organizaciones políticas 
con personería jurídica.

Promueven la participación política del pueblo en la vida demo-
crática de un país, ayudan a integrar los órganos de representación 
política con sus candidatos y, como organizaciones de ciudadanos, 
permiten que éstos tengan acceso al ejercicio del poder público. 
Por eso su función como intermediarios de la sociedad civil es muy 
importante. Crear las condiciones para que esa relación se man-
tenga después de las épocas electorales, es parte de su obligación 
de ayudar a fortalecer la democracia política. 

Para muchos, los partidos políticos van las elecciones detrás de 
los puestos públicos y la contratación y no exactamente en busca 
de mejoras para la sociedad. Esta idea tiene que ver con la per-
cepción por parte de la ciudadanía sobre sobre la corrupción en la 
gestión pública y sobre la poca gobernanza, o sea, sobre la poca 
apertura de los gobiernos a la opinión y a la participación del con-
junto de la sociedad en la solución de los problemas públicos más 
importantes.

ONG (organizaciones no gubernamentales)
Las ONG (organizaciones no gubernamentales) son entidades 
privadas, sin ánimo de lucro, pues reinvierten sus ganancias en su 
mismo objeto social. Actúan en el ámbito local, nacional o inter-
nacional, con unos objetivos claros de beneficio social. Son gru-
pos de ciudadanos voluntarios que realizan servicios humanitarios, 
sirven de mecanismo de alerta y apoyan la participación política 
de las comunidades. Las ONG son entidades autónomas, indepen-
dientes en sus decisiones frente al Estado o al gobierno, aunque su 
trabajo se desarrolle en campos donde el Estado tiene responsabi-
lidades y, en algunos casos, esté financiado con dineros públicos.
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Lo público
El concepto de lo público tiene, según la filósofa mexicana Nora 
Rabotnikof, tres sentidos diferentes: 
1) 	 lo que es de interés o de utilidad colectiva, lo que tiene que ver 

con la comunidad y, por lo tanto, con la autoridad que de allí 
surge; por esta razón, equivaldría a lo político y a lo estatal; 

2) 	 lo que se desarrolla a la luz del día, lo que es evidente, visible 
para todos y 

3) 	 lo que es de uso colectivo, accesible para todos, abierto. Lo de 
todos.
Mientras que lo público equivale a lo comunitario, a lo colecti-

vo, lo privado equivale a lo individual, lo familiar.
El concepto de lo público tiene su origen en el derecho roma-

no, que consideraba lo público como todo lo que tuviera que ver 
con la relación entre el individuo y el Estado, mientras que lo priva-
do tenía que ver con la relación entre los individuos.

espacio público
La noción de espacio público se presta a una cierta confusión. Po-
demos hablar de dos tipos comunes de espacio público: ese espa-
cio abstracto donde se dan las interacciones, en el que se discuten 
los asuntos colectivos, se elaboran las reglas de convivencia, don-
de se negocian las relaciones entre actores de un mismo territorio 
y con los vecinos. Un espacio donde hay pluralismo, se divulgan las 
distintas posiciones y por lo tanto hay controversias, discusiones, 
es decir, hay politización de los debates.

El Estado es por definición un espacio público. Pero esto no 
quiere decir que lo público siempre se reduzca a lo estatal. Lo 
público tiene que ver con los intereses colectivos de la sociedad, 
tiene una relación muy importante con los acontecimientos o mo-
vimientos sociales. El espacio público es el ambiente privilegiado 
de acción de la sociedad civil, en el que se dan las distintas formas 
de participación colectiva, en donde los ciudadanos interactúan y 
hacen acuerdos sobre temas de interés común.

Es necesario garantizar que esos espacios en los que se expre-
san los diversos intereses de la colectividad –a través del conflicto, 
la competencia, la lucha abierta o la cooperación– sean un ‘lugar 
vacío’, es decir, ‘de nadie’, en el sentido en que nadie, ningún grupo 
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se apropie de ellos por intereses particulares. Así se construye un 
ambiente democrático de lo público.

El otro tipo de espacio público se refiere a los espacios físi-
cos, geográficos construidos social e históricamente como ‘bien 
público’, de acceso libre para todos los miembros de la sociedad: 
una plaza, un andén, un parque natural, pero también ciertos edi-
ficios públicos. Este espacio público es un derecho colectivo. Todo 
habitante tiene el derecho de utilizarlo en igualdad de condiciones 
(salvo cuando haya restricciones legales). Está destinado al uso y 
goce común; en él, el interés general está por encima del interés 
particular, individual. 

La defensa de este derecho al espacio público es objeto de las 
acciones populares, que buscan que la ley lo garantice a todos los 
ciudadanos por igual.

bienes públicos y de uso público
Hay bienes públicos y bienes de uso público. Se les conoce tam-
bién como bienes de la Unión y sobre ellos manda el Estado. 
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Cuando su uso es de todos los habitantes de un territorio –ca-
lles, plazas, caminos– se llaman bienes de la Unión de uso pú-
blico o bienes públicos de territorio. Pero cuando su uso no per-
tenece a los ciudadanos, se conocen como bienes de la Unión o 
bienes fiscales. 

Los ríos y todas las aguas que corren por cauces naturales son 
bienes de la Unión de uso público en los respectivos territorios (se 
exceptúan las vertientes que nacen y mueren en una misma pro-
piedad: su propiedad y el uso y goce pertenecen a los dueños de 
las riberas).

Los bienes públicos pertenecen al Estado. Estos bienes –par-
ques naturales, tierras comunales de grupos étnicos, tierras de res-
guardo indígena, el patrimonio arqueológico y demás bienes que 
determine la Nación– son inalienables, imprescriptibles e inem-
bargables. Inalienables, porque nadie puede disponer de su pro-
piedad o dominio; imprescriptibles, porque la propiedad por parte 
del Estado no se pierde por la posesión continuada por un parti-
cular e inembargables porque estos bienes no pueden ocuparse o 
intervenirse –embargarse– por orden judicial.

Entre estos bienes inalienables e imprescriptibles del Estado 
figuran además: el cauce natural de las corrientes y el lecho de los 
depósitos naturales de agua; las playas marítimas, fluviales y lacus-
tres; una franja paralela a la línea de mareas máximas o del cauce 
permanente de ríos y lagos de hasta 30 metros de ancho; las áreas 
ocupadas por nevados y cauces de glaciales; los estratos o depósi-
tos de aguas subterráneas, o acuíferos. Se exceptúan los casos en 
que existen derechos legales adquiridos con anterioridad por parte 
de particulares.

Según el Código Civil, nadie puede construir obra alguna en ca-
lles, plazas, puentes, playas y demás espacios públicos de propie-
dad de la Unión, sin un permiso de la autoridad competente.

Este Código le pone límite a las construcciones privadas, como 
columnas, gradas y cualquier otra construcción hecha para como-
didad o adorno de las edificaciones y especifica que “no podrán 
ocupar ningún espacio, por pequeño que sea, de la superficie de 
las calles, plazas, puentes, caminos y demás lugares de propiedad 
de la Unión”. 
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Nación, patria, 
territorio y región 
El término ‘nación’ se puede entender en varios sentidos. Cuando 
decimos que “somos una nación pujante”, por ejemplo, nos esta-
mos refiriendo al ‘país’, al ‘Estado’ colombiano. Estamos hablando 
de una comunidad social, que tiene una organización política co-
mún y un territorio y órganos de gobierno propios, que es sobera-
na e independiente políticamente de otras comunidades. En este 
caso ‘nación’ equivale a ‘país’ y nos referimos a Colombia como un 
país o nación pujante. 

Nación también puede referirse al conjunto de personas de un 
mismo origen étnico y que comparten vínculos históricos, culturales, 
religiosos, etc. Este grupo humano, o nación, tiene conciencia de per-
tenecer a un mismo pueblo o comunidad y por lo general habla el mis-
mo idioma y comparte un territorio. En este caso ‘nación’ equivale a 
‘pueblo’, como cuando hablamos de la nación chibcha: nos referimos 
al pueblo indígena de los chibchas, una de las naciones indígenas más 
importantes en nuestro país a la llegada de los españoles. 

En el constitucionalismo colombiano se ha reservado la palabra 
‘Nación’ –en vez de la palabra ‘Estado’– para referirse a las autori-
dades centrales y distinguirlas de las autoridades descentralizadas 
o regionales (municipales, departamentales). Por eso hablamos del 
registrador de la Nación y del registrador departamental. Por esta 
misma razón, la Asamblea Constituyente evitó atribuirle a ‘la Na-
ción’ la propiedad de los recursos no renovables, para evitar la cen-
tralización de sus beneficios. Pero tampoco quiso municipalizarlos o 
atribuir su propiedad a los departamentos, por razones de equidad y 
de equilibrio regional. Por eso, según la Constitución, ‘el Estado’ es el 
dueño del subsuelo y de los recursos naturales no renovables.

Cuando hablamos de ‘país’, nos referimos al Estado mirado 
más como el espacio geográfico, económico o estadístico, con sus 
riquezas naturales, sus actividades económicas y sus estadísticas 
sobre población, economía, ambiente.

Por su parte, ‘república’ es una forma de organización demo-
crática del Estado, en la que su autoridad máxima la eligen los ciu-
dadanos (en ciertos países, lo hace el Parlamento) para un cierto 
período. Se utiliza como sinónimo de ‘Estado’, si su forma de go-
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bierno es una república. Puede usarse también como sinónimo de 
´gobierno’, de ‘país’.

‘Patria’ es otra palabra con varios sentidos, pero ninguno equi-
vale ni a Estado ni a nación. Patria es en general el nombre que se 
le da al lugar de nacimiento o de adopción con el que un individuo 
ha creado un vínculo afectivo, cultural, personal. Es un concepto 
que está ligado a los sentimientos del individuo, a la lealtad a su 
tierra natal. Los símbolos patrios de un país o nación –bandera, 
himno, escudo– sirven de identidad y pertenencia a un país, al lado 
de la gloria de los fundadores de la patria.

Algunos recurren al término ‘patria’ en un sentido que ha caído en 
desuso en los Estados democráticos: invocan la patria con fines políti-
cos, apelando a un sentimiento nacionalista para exaltar el sentido de 
pertenencia de la colectividad, en especial ante situaciones de ame-
naza a la seguridad de la Nación, de guerras o de enfrentamientos. 

‘Territorio nacional’ es un concepto geográfico, referido a 
una porción de la superficie del planeta que pertenece y es admi-
nistrada por un determinado Estado, es decir, el espacio geográfi-
co donde ejerce su soberanía.

Pero también por territorio se entiende el espacio donde ha-
bitamos, donde las personas compartimos límites geográficos y 
simbólicos. El territorio es algo físico, pero también es una exten-
sión mental, llena de símbolos, de significados. 

De una forma más integral, el territorio es el espacio que le sirve al 
ser humano como soporte de todas las actividades que realiza y como 
fuente de los recursos que necesita para satisfacer sus necesidades.

‘Territorio’ es diferente a ‘región’. Por región se entiende un 
proceso que se desarrolla dentro de un espacio geográfico y no el 
espacio geográfico en sí mismo. Es decir, al hablar de región se tra-
ta más bien del conjunto de relaciones sociales que se establecen 
entre los habitantes y las relaciones de éstos con su entorno. 

La región es un proceso en constante construcción, un conjunto 
de relaciones entre personas que comparten una historia común y 
unas tradiciones culturales, políticas y económicas; relaciones que 
se desenvuelven dentro de un espacio geográfico con característi-
cas climáticas, topográficas y ambientales similares.

Para Orlando Fals Borda, un importante sociólogo colombia-
no, la división político-administrativa actual del país no favorece 
el desarrollo regional, casualmente porque no responde a las inte-
racciones sociales que se dan en las regiones.
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Hacienda pública
Por hacienda pública se entiende los recursos disponibles y el con-
junto de entidades públicas con que cuenta el Estado para cumplir 
con los objetivos del sector público, sus actividades y proyectos.

Las entidades públicas para lograr los objetivos estatales de-
ben realizar tres actividades fundamentales: la obtención de ingre-
sos y otros recursos, la ejecución y el control de los gastos e inver-
siones y la elaboración y control del presupuesto que se necesita 
para realizar las actividades propuestas.

La hacienda pública busca no sólo una distribución más equita-
tiva de los recursos para darle un mayor bienestar a la población, 
sino también la estabilidad y el desarrollo de la economía. Si estos 
objetivos se cumplen, el país alcanza un buen desempeño presen-
te y futuro.

plan de desarrollo
El plan de desarrollo es el documento que contiene las orienta-
ciones en materia de desarrollo económico y social que seguirá el 
gobierno local o nacional durante el período para el que fue elegido. 
El plan de desarrollo debe coincidir con el programa de gobierno 
propuesto durante la campaña electoral del mandatario elegido. 

Los planes de desarrollo aseguran el uso eficiente de los recur-
sos y el desempeño adecuado de las funciones asignadas por la 
Constitución y la ley para satisfacer las necesidades de todos los 
sectores de la población.

Los planes de desarrollo se ponen a discusión de los distintos sec-
tores sociales para que hagan sus observaciones y luego se somete 
a discusión y aprobación por parte de los organismos de elección 
popular correspondientes –Congreso, concejo municipal o distrital.

El Plan nacional de desarrollo (PND) es el instrumento legal 
que traza los objetivos de cada nuevo Presidente. Es la base de las 
políticas públicas formuladas por su equipo de gobierno, de acuer-
do con unos lineamientos estratégicos, hacia el futuro. Su elabo-
ración, socialización, evaluación y seguimiento es responsabilidad 
del Departamento Nacional de Planeación.

El PND consta de una parte general y de un plan de inversiones 
de las entidades públicas del orden nacional. En la parte general se 
señalan los propósitos y objetivos nacionales en el largo plazo, las 
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metas y prioridades de la acción estatal en el mediano plazo y las es-
trategias y orientaciones generales de la política económica, social y 
ambiental que serán adoptadas por el gobierno durante su período.

En cuanto al plan de inversiones públicas para los cuatro años 
del nuevo gobierno, el PND presenta los presupuestos anuales de 
los principales proyectos de inversión pública nacional y especifica 
los recursos financieros necesarios para ejecutarlos, así como las 
fuentes de financiación.

Luego de elaborado, el proyecto de PND se somete a la revi-
sión del Consejo Nacional de Planeación. Esta es una instancia 
de consulta, conformada por las autoridades de las entidades te-
rritoriales –gobernadores, alcaldes y representantes indígenas– y 
de los distintos sectores que integran la sociedad civil –económico, 
social, ecológico, educativo, cultural, comunitario, indígena, de mi-
norías étnicas y mujeres–. El Presidente los escoge de listas pro-
puesta por las autoridades y las organizaciones. Es un espacio real 
de participación ciudadana en la planeación del país.

consejos de planeación
El papel principal del Consejo nacional de planeación es poner en 
marcha una amplia discusión del proyecto del Plan. Para garanti-
zarla, el Consejo organiza reuniones nacionales y regionales con 
los consejos territoriales de planeación. En estas reuniones parti-
cipan todos los sectores de la sociedad civil, tanto a nivel nacional 
como de las regiones. 

En estos foros salen a la luz las inquietudes que las autoridades 
locales de planeación y toda la sociedad tienen sobre las propues-
tas del Plan. Estas observaciones son la base para que los miem-
bros del Consejo presenten sus recomendaciones y emitan sus 
conceptos sobre el proyecto ante el Conpes (Consejo nacional de 
política económica y social). Éste, luego de oír la opinión del Con-
sejo nacional de planeación, hace los ajustes y enmiendas que crea 
convenientes, pues las observaciones del Consejo de planeación 
no son vinculantes, es decir, no son de obligatorio cumplimiento. 

El gobierno presenta entonces el proyecto de PND a con-
sideración del Congreso, antes del 7 de febrero. Si dentro de los 
tres meses siguientes a su presentación el Congreso no aprueba 
el Plan nacional de inversiones públicas, el gobierno lo puede 
sancionar a través de un decreto con fuerza de ley.
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Los consejos territoriales de planeación –equivalentes en 
sus funciones y composición al Consejo nacional de planeación– 
son los representantes de la sociedad civil en la planeación del de-
sarrollo integral de las entidades territoriales.

En el nivel territorial, cada corporación administrativa –sea la 
asamblea departamental o el concejo distrital o municipal– define 
cuáles grupos, organizaciones, sectores y minorías étnicas de su 
entidad territorial estarán representados en el Consejo territorial 
de planeación. Se conforma a través de un acuerdo municipal o 
de una ordenanza departamental, según el caso. Como mínimo, 
el Consejo deberá estar integrado por delegados de los sectores 
económicos, sociales, ecológicos, educativos, culturales y comuni-
tarios del departamento, municipio o distrito.

 Al igual que el Consejo nacional de planeación, el Consejo te-
rritorial de planeación cumple funciones que tienen que ver con la 
formulación del plan de desarrollo en su entidad territorial y con el 
seguimiento y la evaluación de las metas de continuidad, cobertu-
ra y calidad.

Por su función consultiva y carácter permanente, este Consejo 
territorial tiene un papel protagónico en el desarrollo del territorio. 

Para cumplir con las funciones que le da la ley, el Consejo territo-
rial de planeación –sea departamental, distrital o municipal– debe: 
revisar el proyecto del plan de desarrollo que presente la adminis-
tración, coordinar su discusión amplia y democrática con todos los 
sectores sociales y dar su concepto sobre el proyecto de plan.

Adicionalmente, el Consejo territorial debe presentar un con-
cepto semestral sobre el cumplimiento de las metas del Plan de 
desarrollo y recomendar los ajustes que se deben hacer, en caso 
de incumplimiento de los compromisos adoptados por la adminis-
tración.

La Corte Constitucional ha señalado que la función consultiva 
de los consejos territoriales de planeación no se acaba en la fase 
de discusión del Plan, sino que se extiende a las etapas que tienen 
que ver con su modificación. Además, la Corte ha señalado que la 
administración está obligada a darle todo el apoyo administrativo 
y logístico que necesite para su funcionamiento.

El concepto que emita el Consejo territorial de planeación so-
bre el proyecto de plan de desarrollo de la entidad territorial es in-
dispensable –como en el caso del Consejo nacional de planeación 
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y el proyecto del PND– para que sean válidos la ordenanza o el 
acuerdo con que se apruebe. 

Los territorios indígenas también pueden conformar consejos 
consultivos de planeación, integrados por sus autoridades y re-
presentantes de todos los sectores de su comunidad.

presupuesto público
El presupuesto público es el elemento que maneja las finanzas 
del Estado y en torno a él se ejecutan las políticas públicas. Los 
presupuestos bien planificados son fundamentales para que los re-
cursos asignados coincidan con las necesidades de la comunidad. 

A través del presupuesto se evalúa la gestión de una institu-
ción, de los entes territoriales y de todo el gobierno, pues con él se 
les asignan los recursos para que cumplan con los objetivos que se 
les ha encomendado. Del uso que les den, de la eficiencia, eficacia, 
transparencia y equidad con que utilicen los recursos, depende en 
buena parte el crecimiento económico del país y el logro de mejo-
res condiciones de vida para toda la sociedad.

Más que una herramienta contable, el presupuesto público es 
un instrumento de planificación y un componente importante de 
la política económica.
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Los presupuestos se elaboran en el orden nacional, departa-
mental y municipal y en cada una de las entidades públicas.

El presupuesto lo componen principalmente los impuestos que 
pagamos los ciudadanos. Como el dinero que gasta el gobierno 
viene del bolsillo nuestro, de los contribuyentes, cada ciudadano 
tiene el derecho de saber cómo y en qué se gasta y también tiene 
el derecho de criticar las decisiones que toman los funcionarios pú-
blicos con su dinero, con los dineros públicos, el dinero de todos. 
Dineros sagrados.

El presupuesto público, o Presupuesto general de la Nación, 
es una autorización máxima de gastos y una proyección de ingre-
sos. La proyección de ingresos es sólo un cálculo por anticipado 
que sirve como base para los gastos, ya que ambos tienen que co-
rresponderse.

La iniciativa en materia de presupuesto es del Ejecutivo –sea 
gobierno nacional, departamental o municipal–. El gobierno pre-
senta anualmente el proyecto de presupuesto al órgano de re-
presentación popular que le corresponda –Congreso, asamblea o 
concejo– y éste lo discute y lo aprueba.

Este proyecto a nivel nacional es el Presupuesto de rentas y 
ley de Apropiaciones que el gobierno presenta al Congreso cada 
20 de julio al comienzo de una nueva legislatura, de acuerdo con el 
Plan nacional de desarrollo aprobado.

Los recursos del Sistema general de regalías –o sea, del conjun-
to de ingresos, asignaciones, órganos, procedimientos y regulaciones 
para el uso eficiente y la destinación de los ingresos por la explotación 
de los recursos naturales no renovables–no forman parte del Presu-
puesto general de la Nación. El Sistema general de regalías tiene 
aparte su propio sistema presupuestal y lo expide el Congreso.

ingresos fiscales
Los ingresos públicos o ingresos fiscales son los dineros que re-
cauda el Estado para financiar los gastos públicos.

Los ingresos que recibe el Estado vienen principalmente del 
cobro de impuestos, pero además de multas, venta de bienes y 
utilidades en las empresas públicas, rentas del patrimonio público 
o emisión de bonos o de créditos. 

Los ingresos fiscales se clasifican en ingresos corrientes e in-
gresos de capital.
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Los ingresos corrientes son los que la administración pública 
recauda comúnmente y de manera habitual. Son entradas que se 
pueden predecir. Los impuestos, las tasas o tarifas por un servicio 
del Estado hacen parte de estos ingresos corrientes.

Los ingresos de capital son extraordinarios y provienen de 
créditos, o préstamos, concedidos al sector público o de utilidades 
del patrimonio público, tales como las inversiones productivas o 
del capital financiero. Igualmente pueden provenir de donaciones 
que el Estado recibe de parte de particulares o de otros gobiernos 
o de incautaciones de bienes ilícitos.

Sólo el Congreso, las asambleas departamentales y los conce-
jos distritales y municipales pueden imponer contribuciones fisca-
les o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos definen las 
bases gravables y las tarifas de estos impuestos.

gasto público
El gasto público son todos los desembolsos realizados por las en-
tidades del sector público. Al gobierno le corresponde proponer 
los gastos públicos, pues es la rama Ejecutiva del poder público la 
que gasta. 

Los gastos que proyecta el gobierno deben pasar por la apro-
bación del Congreso, de las asambleas departamentales o de los 
concejos municipales, según el caso. De acuerdo a la Constitución, 
el gasto no puede decidirlo y ejecutarlo el poder Ejecutivo solo, 
sino junto con un órgano que represente al pueblo, que haya sido 
elegido por él y que participe al menos en la discusión y aproba-
ción de los presupuestos.

El gasto público está sujeto a diversos controles. Los principa-
les son: el control político a cargo del Congreso; el control admi-
nistrativo por parte del Ejecutivo y en concreto, por el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de Pla-
neación; y el control fiscal y numérico legal que le corresponde a la 
Contraloría General de la República. En los niveles territorial y local 
estos controles los realizan las entidades equivalentes.

Los gastos públicos en Colombia se clasifican en: 
1. 	 Gastos de funcionamiento, los que garantizan el funciona-

miento y la marcha del aparato estatal. 
2. 	 Gastos de inversión, los destinados al aumento del patrimo-

nio público, como son las obras de infraestructura, y también, 
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según concepto de la Corte Constitucional, los gastos orienta-
dos a la inversión social, que hacen parte del llamado gasto pú-
blico social.

3. 	 Gasto público social, el asignado para solucionar las necesi-
dades básicas insatisfechas de salud, educación, saneamiento 
ambiental, agua potable, vivienda y para mejorar la calidad de 
vida de la población. El gasto público social se puede destinar 
tanto a funcionamiento como a inversión. En el gasto social 
previsto para un nuevo año, el porcentaje destinado para in-
versión no podrá ser menor que el del año anterior.

4. 	 Gastos para cubrir el servicio de la deuda, los destinados 
tanto para el pago total o parcial de la deuda pública externa o 
interna, como para el pago de los intereses, la financiación y las 
comisiones que resulten de ellas.
Las transferencias más importantes de los ingresos corrien-

tes de la Nación a otra entidad son el situado fiscal y las participa-
ciones municipales.

El situado fiscal es el porcentaje de ingresos corrientes de la 
Nación que se cede a los departamentos, al Distrito Capital y a los 
distritos especiales para financiar salud y educación. En tanto que 
las participaciones municipales son los traslados que hace el go-
bierno central a los municipios para cubrir los gastos de inversión 
social, en los porcentajes mínimos que establece la ley. 

deuda pública
La deuda pública –o sea los saldos pendientes de pagar– se cla-
sifica en deuda externa y deuda interna, dependiendo de dónde 
reside el acreedor. En la actualidad, las entidades públicas tienen 
topes o límites para endeudarse. Esto por los altos niveles de en-
deudamiento que tuvieron en el pasado, que pusieron en riesgo su 
propia existencia financiera. 

El endeudamiento externo de cualquier entidad requiere no 
sólo autorización del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
sino el respaldo del Conpes (Consejo Nacional de Política Econó-
mica y Social), por tratarse de préstamos en moneda extranjera 
que tienen que convertirse a moneda nacional y que pueden afec-
tar el equilibrio macroeconómico del país.
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